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ill-3- LA ARTlCULALlün DE LAb—CuMPETEMClAS ESTATALES Y 

AUTONÓMICAS I W L A L J J , 
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Anteriormente hemos expuesto ei modelo de 

articulación de conpetencias economcas que la 

Constitución y los Estatutos de áutcnoeia diseñan. Se 

trata de un esbozo que requiere un posterior desarrollo 

legal que atienda a los requerimientos que plantea la 

intervención publica en los distintos sectores 

econoBicos Nos heBos referido con carácter general & 

los distintos títulos coapetenciales la esfera de la 

econoaia. Ahora quisiéraBos detenernos breveaente en la 

distribución coapetencial realizada por el juego 

Constitución-Estatutos que BES relevancia tiene en el 

caBpo de nuestro trabajo. Mos referíaos a la previsión 

estatutaria relativa a la industria, y al desarrollo y 

ejecución de los planes de reestructuración industrial. 

Ceñireaos nuestra exposición a los preceptos del Estatuto 

de Autonomia de Cataluña »*• . 

2 1 8 Siguen el ejeaplo catalán, I. Galicia, art. 30.2. y 
7; E. Andalucía, art. 18.5. y 7; I. Havarra, art. 56.1.b. 
y e . No sigue el aisso asqueas el E. del Pais Vasco» 
art. 10.30. li I. de la Coaunidad Valenciana, art. 34.2. 
y 3 y el E. de Canarias, art. 34.10, siguen el sistema 
del Estatuto de Cataluña, pero estas coapetencias son de 
las que deben conteBplarse en el aarco de la L.O. 
Transferencias a la Coaunidad Valenciana y la L.O. 
Transferencias a Canarias. li E. de Galicia incluye 
referencias aún ais concretas en asterias que pueden 
solaparse con la reconversión industrial: prograaas 
genéricos para Galicia estiBuladores de la aapliación de 
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La Constitución no menciona en los arts, 148 y 

149.1. la industria cono ámbito Material susceptible de 

atribución a una u otra instancia de poder. In 

consecuencia el Estatuto de Autonomia de Cataluña, de 

acuerdo con lo previsto en el ap. 3a del art. 14«.C. 

asigna la competencia sobre dicho sector econóaico a la 

Generalitat de Cataluña. El art. 12.1. E.A.C. señala: 

Üe acuerdo con las bases y la ordenación 
de ia actividad económica general y la 
política Bonetaria del Estado, corresponde 
a la Generalitat, en los términos de lo 
dispuesto en los artículos 38, 131 y en 
los números 11 y 13 del apartado l del 
articulo 149 de ia Constitución, la 
competencia exclusiva en las siguientes 
saterías: 

i) Planificación de ia actividad económica 
en Cataluña. 

2) Industria { . . ) 

3) El desarrollo y ejecución en Cataluña 
de los planes establecidos por el Estado 
para la reestructuración de sectores 
industriales a a o . 

El esquena de distribución de competencias es claro 

canforas al art. 149.1. C. y el art.. 12 E.A.C. La 

Comunidad tiene competencia exclusiva en asteria de 

industria da acuerdo con ia ordenación general de la 

economia Mo insistiremos sobre el contenido de dicha 

referencia porque lo henos expuesto anteriormente 

Solamente precisaremos su significado. Funciona COBO 

limite respecto a las competencias autonómicas. Dentro 

del respeto a este limite, en el ámbito material de la 

actividades productivas e implantación de nuevas 
eapresas 

aao Sobre el significado da dicho precepto Vid. en 
relación al apartado primero el comentario de TORMOS, J., 
•n wQBBfltiftrXQB BQOrP 4 fifiLfttUfa fl AUtQIlQBXa flfl LfttalUUYai 
(11), Barcelona, 1989, paga. 447 y 88 * ¿F 811 * 8 lación a 
loa epígrafes 2 y 3 del mismo apartado, MALARET, E. en ia 
misma obra, pigs. 477 y ss. 
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industria, la Comunidad Autónoma tiene todas las 

funciones inherentes a la competencia en tanto que en la 

caracterización de la misma sólo se hace referencia a la 

materia. Esto significa que en este campo ostenta la 

función nortativa, con el alcance que se deriva de las 

previsiones del proemio y la función ejecutiva. En ésta 

ultima se incluyen todas las facultades inherentes a la 

misma y significativamente las potestades de 

autorización, inspección y sanción a a i . 

La especifídad de las competencias relativas a 

sectores económicos explica su tratamiento diferenciado 

en el Estatuto de Autonomia Se »rata de un tipo de 

competencias cuya integra asunción competencial por las 

Comunidades Autónomas permite ia Constitución, de acuerdo 

con el art 149. Sin embargo, el carácter exclusivo con 

el que se califica la competencia autonómica sobre la 

industria no impide toda intervención estatal sobre el 

sector. Ello no sólo porque ciertas materias o 

actividades estrechamente vinculadas a la industria son 

subsumiblea bajo otros enunciados competenciaies que el 

art 149.1. confia ai Estado, sino también porque el 

propio art. 12. E.A.C. deja a salvo las facultades 

estatales de ordenación de ia economía, tal y como se 

deduce del encabezamiento del párrafo introductorio a a a . 

Por tanto, el concepto de exclusividad, en aras a su 

operatividad real, debe entenderse de forma flexible, no 

mmi Con carácter general el T.C. ha caracterizado siempre 
estas potestades dentro de la función ejecutiva. Vid, por 
ejemplo, Sent. T.C 188/1988, de 17 de octubre 
(reestructuración y reconversión del viñedo). 

a a a Debemos recordar que nuestra linea expositiva no 
coincide con la argumentación del Tribunal 
Constitucional. Este, partiendo del principio de unidad 
económica ha creado un titulo competencial estatal nuevo 
que tiene como virtualidad transformar el régimen de las 
competencias autonómicas de carácter económico; la 
concurrencia se convierte en la regla general, Vid. Sent. 
T.C. 201/1988, de 27 de octubre. (Fa Ja 2a), y 
referencias jurisprudenciales y doctrinales e>:i>ueat*s en 
el Capitulo II.2. 

,¿__ 
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necesariamente formalizada, COBO un ámbito de actuación 

que excluye, monopoliza, sin perjuicio de que el Estado 

retenga otras funciones sobre la misma materia *** > 

Al utilizar el termino industria se hace 

referencia a un ámbito material de intervención de los 

poderes públicos muy amplio, pues se trata de uno de los 

grandes sectores de la actividad económica a a* , Pero el 

criterio sustantivo es insuficiente para conocer el 

alcance de la competencia autonómica *a» Los 

instrumentos de ordenación de dicho campo se encuadran 

aas BAYONA ROCAMORA, A., "Competències exclusives", en la 

Catalunya <I), Barcelona, 1988, pigs. 371 y ss. 

aa* La única definición legal del concepto la encontrados 
en la vieja Ley de ordenación y defensa de la industria 
(art. 2), fruto de una realidad política y socio­
económica radicalmente diferente de la actual. Iste es 
el criterio seguido por VILLAR PALASI, J L,, La. 
ja»«MhiJa^Jah,SWJ»USfclMfcjm • mmt^mmmii *4EtoJtEk**^*«ii~*i**BmJmRBJEE*M ï • • * * * * * * *•* 9 

1984, pág. 65, y utilizado por este autor en la voz 
"Industria", en la H.E.J. Seix, Barcelona, 1965, pags 
409 y ss. En este último texto ¥11 LAR PALASI precisa que 
la definición y clasificación de las diferentes 
industrias se encuentra en la legislación fiscal; 
generalmente la normativa administrativa presupone el 
concepto y se ocupa de regular solamente los aspectos 
relativos al tipo de intervención. En el mismo sentido, 
vid. MARTIN MATEO, R , Derecho Publico en la ccononia. 
Madrid, 1985, pags 151 y ss. En Italia, BACHELET ha 
indicado que en la sociedad moderna la actividad 
industrial, entendida en el sentido de actividad 
productiva caracterizada por la aplicación de trabajo al 
control de las aáquinas alimentadas por otra fuerza 
energética, es tan dominante que la regulación de la 
iniciativa económica coincide casi con la de la actividad 
industrial, vid. voz Industria e industrializzazione , 
en Enciclopedia del L·inUo, vol XXI, pigs. 271 y ss . 
Milano, 1971. 

asa * gl carácter sustantivo del concepto industria 
implica, en efecto que sobre el mismo radique todo el 
conjunto normativo... En todo este conjunto de dispersa 
legislación aparece otra vez, de un modo claro, el 
impacto que las distintas competencias económicas tienen 
en la actividad industrial. Esto es un ejemplo más de 
cómo la superposición de competencias funcionales y 
competencias sustantivas implica un imposible deslinde de 
principio" VILLAR PALASI, J.L., op. cit. pág. 413 
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cuchas veces en otros títulos competenciales nas 

específicos produciéndose asi un entrecruzamiento a a B . 

Sobre todo si recordaaos que la ordenación constitucional 

de las competencias ha asignado las competencias 

instrumentales al Estado y las sectoriales a la 

Generalitat, obligando, por tanto, a los poderes públicos 

con responsabilidades a buscar fámulas de colaboración y 

entendimiento 

El reconociaienlo estatutario de la competencia 

'exclusiva" en materia de industria significa no sólo la 

posibilidad de formular una política inductrial propia 

sino que también garantiza la presencia autonómica en la 

elaboración de la política estatal que incide sobre el 

sector industrial localizado en la Comunidad Autónoma a a 7 

a a B La cuestión se plantea siempre que el criterio de 
ordenación competencial parte de una materia sustantiva, 
de un sector de la realidad social sobre el que convergen 
in repertorio de actuaciones públicas significativamente 
d promoción o fomento (Cf. sent. T.C. 125/1984, de 20 da 
Diciembre, FQ, Ja la). Vid., por ejemplo, vivienda y la 
Sent T.C. 152/1988, de 20 de julio, o comercio 
interior en la Sent. T.C. 88/1986, de 1 de julio, aunque 
el T.C. no utiliza dicho titulo sino los de defensa del 
consumidor y defensa de la competencia, idem Sent. T.C. 
13/1989, de 28 de enero y Sent. T.C. 15/1989, de 26 de 
enero, y en relación a la agricultura", Sent. T.C. 
80/1985, de 4 de julio y 186/1988, de 17 de octubre, 
además de la ya mencionada y por lo que atañe a la 
"pesca", Sent. T.C. 33/1384, de 4 de marzo El Tribunal 
Constitucional opera generalmente con el criterio 
teleológico - con el fin que la norma cuestionada 
persigue - para adscribir la intervención pública en uno 
u otro titulo competencial aunque alguna vez el propio 
T.C. ha constatado la imposibilidad de decidir en base a 
criterios preestablecidos y ha acudido a la via 
casuística, al escaso peso de la actividad económica en 
el mercado nacional, Sent. T.C. 14/1988, de 26 de 
enero, (Fa Ja 3a)• 

a a 7 El alcance de dicho precepto estatutario ha sido 
precisado por el T.C. en relación a otro sector 
económico, la agricultura, Cf. Sent. T.C. 95/1986, de 10 
de julio. En esta sentenc la el T.C. intenta dm«lindar 

económica, a las que se refiere expresamente el E.A. COBO 
condicionantes de la competencia autonómica, sobre una 
"materia cuya integra asunción competencial por las 
Comunidades autónomas ha sido permitido por la 
Constitución', de las competencias de ejecución que deben 
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La especiíidad de la competencia autonómica en satería 

de industria reside en su carácter dual. Es a la vez 

general, en tanto que existen industria« en diversos 

sectores» y sectorial dentro del caupo genérico de la 

economia a a* . 

No es posible proceder a una separación tajante de 

anbitos materiales garantes de competencias y es 

precisamente esta imposibilitad de privilegiar una 

arteria, COBO no sea a golpe de decisionisao judicial, la 

que fundaeenta la competencia estatal para ordenar los 

elementos esenciales de la intervención publica (Art. 

1491.13 C). La Ley debe articular la presencia de las 

instancias territoriales portadoras de intereses 

generales y con competencias de distinto ámbito o de 

distinta naturaleza que se proyectan en la intervención 

publica a a 8 . El coaetido de la Ley es estructurar con 

ser llevadas a cabo por la Comunidad áutónoaa, A pesar 
del esfuerzo clarificador d*»l T.C, en esta sentencia el 
resultado es bastante decepcionante en cuanto a que debe 
entenderse por "política propia de la C.A. ', sobre todo 
en lo relativo a las competencias normativas, de 
regulación y no de mera gestión. Según nuestro parecer, 
el problena reside en la propia necánica del conflicto de 
competencias ya que el objeto de la controversia es el 
ejercicio de una coapetencia, es decir un objeto concreto 

no se trata de un conflicto entre normas o de carácter 
abstracto como en el recurso de inconstitucionalidad - , 
esta característica dificulta la apertura de nuevas vias 
de integración conpetencial. El T.C. deterama la 
titularidad de las competencias, pero a partir del 
sistema concreto y particular diseñado en cada supuesto 
por el Estado, cuando la cuestión reside en cambiar de 
raíz dicho sistema. La forma como se han ejercido las 
competencias estatales de ordenación no deja espacio ni 
peralte integrar coapetencias autonómicas que no sean de 
aera ejecución o aplicación de lo decidido (regulado). 

a a B Asi, las industrias que operan en el sector 
energético podrán ser consideradas coao materia bajo el 
manto industria" o como materia energía a los efectos 
de distribución competencial. A este supuesto alude el 
T.C. en la Sent. 24/1985, de 21 de febrero. El criterio 
empleado es el de entender que la energía es una materia 
nás especifica y en consecuencia priva sobre la 
indust-ia 

2 3 8 La Ley coao instruaento normativo adecuado para la 
formulación de las bases estatales en Sent. T.C. 69/1888, 
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una visión unitaria ©1 conjunto de actuaciones, 

recurriendo para ello a ios diferentes aecanisaos da 

colaboración disponibles. En el caso de la reconversión 

industrial la Ley debe intervenir situando a cada 

instancia dentro del proceso que, considerado desda una 

perspectiva global, tendrá un carácter unitario. 

Sobre todo porque establecida la coBpetencia en 

aateria de industria, formulada en términos generales, 

referida a todo un sector sin precisión de las funciones 

se prevé a continuación una coapetencia determinada con 

•ucha precisión aso, ^o solaaente se deteraina un objeto 

con un contorno auy claro, la reestructuración da 

sectores industriales, sino que en relación al mismo se 

precisan las funciones "desarrollo" y "ejecución"* pero 

sobre todo se artade un eleBento supleaentar10 que peraite 

perfilar aún nas el ámbito funcional y material, ae 

refiero a la referencia a una forma concreta de 

intervención, la planificación. 

Por la relevancia de dicho titulo coapetencial en 

nuestro trabajo nos detendreaos en la exposición del 

significado del aisao. Su mención se explica seguraaente 

porque el contexto en el cual se elabora el Estatuto 

estaba Barcada por la crisis económica que incidia con 

especial gravedad en el tejido industrial da Cataluña. La 

especifidad de la referencia estatutaria significa una 

garantia para la intervención autonóaica. Es la 

explioitación de la participación de la C.A. en la fase 

descendente de la planificación, en la fase de concreción 

de los objetivos. Es al reconocimiento de unas 

facultades de dirección, da unos podaras qua no son de 

aera ejecución de directrices. 

La previsión estatutaria iaplica la participación an 

de 10 da abril, Sant. T.C. 80/1888, da 28 da abril y 
Sent, del T C 248/1888, da 20 de diciembre. 

**° Apartado 3, art. 12.1 E.A.C. 
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ia instrumentación de una política de reestructuración de 

sectores industriales al Bargen de las relaciones 

conpetenciale« especificas. Hedíante técnica,-* 

procedmentales se articula una intervención de carácter 

global que el sistena de distribución de coapetencias en 

la economía dificulta al poner en «anos del Estado los 

instrumentos de política económica y atribuir a las 

Coaunidades Autónomas los sectores (industria, comercio, 

agricultura, turismo...). La planificación aparece asi 

cono el ínstrueento idóneo para ordenar las 

intervenciones públicas de forma coherente y evitar la 

segmentación que una visión de las competencias de los 

diferentes entes como compartimentos cerrados puede 

favorecer. Se trata de articular las competencias para 

evitar intervenciones puntuales que pueden ser 

disfuncionales con les obj#tivos generales perseguidos 

asi 

La configuración de la competencia aparece con unos 

rasgos muy precisos, su contorno parece claro, pero la 

practica seguida hasta ahora no indica lo mismo y por 

ello será necesario analizar los términos utilizados para 

delimitar la competencia. Nos fijaremos primero en los 

aspectos relativos al ámbito material, para referirnos 

después a la extensión de las funciones atribuidas en 

relación al campo de intervención. 

Con el término planificación hacemos referencia a 

una técnica organizativa, a una forma de comportamiento 

2 9 1 La utilidad de los mecanismos procedimentales para la 
articulación de competencias ha sido destacado por SALAS, 
J., El tema de las Competencias; instrumentación de las 
relaciones entre el Estado y la Administración Local 
desde la perspectiva de la descentralización territorial' 
en la obra colectiva, DtgctntriUsgcián adnimatraUva y 
organización política. Madrid, 1973 y posteriormente 
TORNOS, ha insistido sebre las ventajas de la 
programación como técnica de relación entre los 
diferentes poderes públicos, como competencias en la 
materia, "La intervención de las Comunidades Autónomas en 
la economia", R.I.D.A., 1878, 21, pág. 221 y ss. 
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del ente en el ejercicio de sus competencias Pero 

taabién a un Método de acción publica, a una deteramada 

asnera de ordenar, de intervenir en un sector de la 

actividad. Nos interesa ahora centrarnos en el plan COBO 

instrumento de racionalización de la aetividaü económica» 

tanto publica cono privada, en la aedida en que es en 

esta faceta donde es necesaria la interrelació« de lo» 

coaportaaientos de ios diferentes entes públicos. No 

tiene en cambio relevancia desde el punto de vista 

coapetencial la foraa en que cada centra de poder ordena 

el ejercicio de sus propias atribuciones 

Bajo la rúbrica "plan" debeaos colocar una realidad 

auy conpleja Programar ea escoger unos objetivos 

prioritarios, seleccionar las actividades» poner a punto 

los recursos humanos y financieros necesario« para la 

realización de las actividades decididas, contrastar 

periódicaaente los resultados conseguidos con ios 

deseados, nara poder adoptar las necesarias eeduas 

correctoras. Planificar significa establecer un 

diagnóstico, una determinada apreciación de la realidad 

en función de la cual se determinan unos objetivos, para 

el cumplimiento de los cuales se prevén unas determinadas 

medidas destinadas a orientar el comportamiento de ios 

agentes, medidas que pueden requerir o no su 

instrumentación en normas jurídicas. Incluso en el 

supuesto de encontrarnos en presencia de noreas jurídicas 

•• trata de un tipo auy diferente al clásico conceptuado 

generalaente COBO noraa, aedida o directriz a» a . Por lo 

tanto, es necesario considerar que con independencia de 

la foraa, sieapre que nos encontremos delante de una 

actividad con contenido de prograaació« y la finalidad de 

la misma sea la reestructuración de sectores, la 

*•» Sobre la incidencia de laa layas aadida en la 
distribución de coapetencias, ALBERTI, 1., Leyes aedida 
y distribución dfc coapetencías un paso ais en la 
interpretación extensiva de las "bases noraativas en la 
jurisprudencia constitucional \ t.l.D.C.. 1968. 18» 141 y 
88 * 

¿_ 
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distribución de funciones deberá realizarse ds- icuerdo 

con el parámetro previsto «n el art- 12.1.3. E.á.C. 2»> . 

No es relevante la foiauiaeión del plan en nomas 

jurídica«, su conversión en ley o disposición de carácter 

general. Estas pueden ser necesarias para su 

inpíenentaei on pero pueden adoptarse en una fase 

posterior *•"• . 

El segundo eisnento configurador del iabito aaterial 

de la coapetencia es el relativo a la finalidad, a la 

funcionalidad del plan. el objeto perseguido es la 

reestructuración de sectores industriales. 

Reestructurar es ordenar de nuevo las partes de un 

conjunto, distribuir de forma diferente, aodificar la 

estructura de una obra u organización. Por lo tanto 

reestructuración de un sector industrial" significa la 

adecuación del aparato productivo a traves de la 

•edificación de eleaentos COBO la capacidad, los métodos 

de producción o la naturaleza de los bienes producidos, 

para »justarlos a la nueva situación. En definitiva para 

adaptarlo a las exigencias de la coapetencia 

internacional a*Ä Este proceso puede efectuarse a 

a*» No considerases relevante la distinción entre plan y 
prograaa, objeto de gran polémica en Itaiia después ds la 
aprobación de la Constitución de dicho pais. Cf. 
FREDIERI, A , pjinificiaiant e Caalitüziong, Hilan, 1963. 

as* Es el supuesto, por ejeaplo, del Plsn Energético 
Nacional de 1983, aprobado por el Parlaeento, de acuerdo 
con el articulo 198 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados (pero no publicado en el B.O.E.) y que prevé la 
instruaentación normativa de un conjunto de aedidss. La 
disposición mas importante es la L. 49/1984, de 2P de 
dicieabre, sobre la explotación unificada del sistema 
eléctrico nacional. Sobre el proceso de elaboración 
parlaaentaria de este plan Vid. 

**• No creeaos posible liaitar el alcance del téraino 
reestructuración al régiaen jurídico - poco definido y 

preciso - previsto en «i Decreto 1541/1972, de 15 de 
junio, por el cual se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Plan de Desarrollo Econóaico y Social (arts. 
30.4. y 80.4.). Dicho régiaen tuvo una aplicación 
liaitada (sector de harina, subsectores del textil), a 
diferencia de la acción concertada que se aplicó s 
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través de los mecanismos del mercado, de forma "salvaje", 

o puede ser dirigido por ios poderes públicos, 

introduciendo elementos de racionalidad >•• , Se trata 

por tanto de un tipo de intervención Buy diferente de la 

promoción de sector-ss nuevos, de fomento de la expansión 

de determinados sectores ya ^ue el elemento 

característico no es el crecimiento sino la readaptacion, 

el ajuste e incluso a veces la disminución de la 

capacidad productiva (como po- ej- en el caso de la 

siderurgia o la construcción naval). 

Este es el ámbito de actuación del conjunto de 

medidas previstas en la L. 27/1984, de 26 de julio sobre 

reconversión y reindustrialización. Por "reconversión 

industrial" se hace referencia a un conjunto integrado de 

distintas medidas de carácter sectorial a a 7 

Precisamente en dicha disposición la técnica de la 

planificación se instrumenta con la finalidad de 

racionalizar la intervención administrativa y el 

comportamiento d« las empresas de los sectores en crisis. 

La situación de crisis y el carácter estratégico del 

sector configuran el supuesto de hecho habilitante de la 

intervención pública. 

Estos últimos años se ha utilizado el vocablo 

reconversión para referirse a la reestructuración de 

sectores industriales. Esta es la rúbrica utilizada por 

las diferentes disposiciones a partir de la publicación 

del R D.L. 9/1981, de 5 de junio. Reconversión es un 

término que no aparece todrvia en el Diccionario de la 

Real Academia Española pero no parece posible 

sectores de caràcter más ostratégico. 

»»• ORTUN SILVá, P. y SáHCHEZ-JUHCO, J.F., La política 
de reconversión industrial en España hasta 1985", 
ECQílQlil industrial, Ü 8 3 , Enero-Febrero, págs. 65 y ss. 

»»? áRáMZáDI. C , FáMJUL, 0. y MáRáVáLL, F., Una nota 
sobre el ajuste y reindustrialiítcíón*, Pápalas djt 
Economia Española. 1983, 15. 
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diferenciar, ñeramente por cuestiones semánticas, la 

reestructuración industrial de la reconversión ya que el 

elemento que caracteriza la dinámica de intervención es 

la reducción de la capacidad productiva, la disminución 

del sobreequipamiento, la adecuación de la oferta a la 

demanda. Este elemento finalista, en fjnción del cual se 

instrumentan las medidas, es la diferencia esencial con 

ia acción concertada o con el sistema de declaración de 

interés preferente *»• Parece, por ta.ito, que la 

regulación de la participación de los distintoc entes en 

la elaboración de los planes y en la impiementación de 

las medidas deba realizarse da acuerdo con las 

previsiones constituciDnales y estatutarias reguladoras 

de la distribución de competencias y en concreto el art. 

12.2,3, E.A.C. 

La delimitación de la competencia, una vez 

determinado el ámbito material, se concreta mediante la 

fijación de la« funciones, utilizando un criterio 

tradicional de distribución de competencias: se reservan 

a la Comunidad Autónoma el desarrollo y ejecución de los 

planes establecidos por el Estado No entraremos a 

analizar ia función normativa de desarrollo pero 

retenemos como elemento esencial de ia misma el hecho de 

que conlleva el deber para el Estado de no agotar la 

regulación de una determinada materia sino de dejar un 

espacio para la normación autonómica a a B 

A ia función de desarrollo de las Comunidades 

Autónomas corresponde la función estatal de fijar las 

bases; son los términos de la relación competencial en el 

ámbito de las fuentes. Pero las propias características 

de la planificación traen consigo que dicha técnica 

encaje difícilmente en el esquema tradicional de las 

»»• MARTIN MATEO, R., Porocho público di la econoaii, 
Madrid, 1985, pág. 334 y as,, y Capitulo I. 

**• Vid doctrina y jurisprudencia en apartados 
anteriores. 
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fuentes del Derecho. La relevancia que vdquieren en la 

planificación eienentos cono la apreciación concreta de 

la realidad (el diagnóstico), la cuantificación de ioe> 

objetivos, la valoración de las medidas, en función de la 

finalidad concreta perseguida, ';icin diflcilaente 

escmdible la ordenación, dificultan la utilización de 

diferentes instrumentos normativos. Una vez elaborado de 

torna couplets un plan, el destino del aisao es su 

aplicación y no la aera ordenación de actuaciones. Pero 

COBO henos puesto de relieve en piginas anteriores es una 

aplicación que no se realiza en un solo acto, no se agota 

en s" priaer cumplimiento sino a través de una 

aultipticidad de actos de diferentes agentes. 

En el supuesto de que sea posible escindir 

diferentes fases de elaboración y concreción del plan, se 

puede proceder de la siguiente foraa. Definir en un 

priaer momento les eleaentos esencirles, básicos, o sea 

los objetivos, los rasgos caracternadores y definidoret 

de la actividad que se prograaa. Esta es la función de 

ios denoamados, en una terminología que recuerda la de 

las leyes que cuaplen idéntico coaetido, planes narco. 

La experiencia del derecho coaparado y significativamente 

del aleaán es ilustrativa al respecto. Al margen de la 

regulación sustantiva de la planificación que no 

detallaremos ahora, la relación entre Bund y Lander se 

mstruaenta con la técnica del plan sarco en el cual se 

deterainan los objetivos y el pian financiero bianual 

(con las previsiones presupuestarias) y se deja en asnos 

de Ins Lander la elaboración y ejecución de ios prograaas 

concretos a*° . 

La función de desarrollo de Jos planes sectoriales 

estatales ha de entenderse por tanto coao la posibilidad 

a*° Este es el aecanisao previsto en la Ley aarco de 
reforaa de la estructura econóaica regional de 5 de 
octubre de 1969, con la particularidad que el plan aarco 
se elabora conjuntasente, Bund y Lander, en el seno de 
una coaisión paritaria. 
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de inatrumentar el cumpiimianto de loa objetivos fijados 

en éstos por parte de las instituciones autonómicas 

Estas habrán participado previamente en su elaboración 

aportando la información necesaria (art. 131.1. CE.) *** 

El ultimo »leaento confifurador de la competencia es 

la atribución de la función ejecutiva. El hecho de que de 

forma expresa el Estatuto reconozca la competencia 

autonómica «n materia de ejecución de planes estatales de 

reestructuración parece indicar que dicha función se 

ejerce en Cataluña única y exclusivamente por la 

Administración de la Generalitat, no caben intervenciones 

de carácter puntual por parte de la Administración 

estatal. Si algún significado tiene el adjetivo exclusivo 

como calificador ds la competencia es precisamente Éste. 

El carácter restringido del ámbito material sustrato de 

la función ejecutiva y las propias características de 

dicha función, que a diferencia de la normativa no parece 

admitir gradaciones, permiten asignar significado a la 

calificación estatutaria relativa al carácter con el que 

se ejerce la competencia. 

La competencia en materia de ejecución de planes 

estatales de reestructuración forma un bloque orgánico y 

no parece, en principio, posible separar algunos 

elementos en función de su conexión con competencias 

estatales de regulación En la fase de aplicación 

concreta de loa planes, mediante la aprobación de los 

programas de las empresas y la asignación precisa de le: 

recursos» y en la siguiente de control y seguimiento del 

a** La Sent. T.C. 2Í/1S88, de 20 de febrero considera en 
cambio que la participación autonómica sólo está 
constitucionalmente garantizada en ICJ supuestos de 
planificación de carácter general, cuando sa refiere a 
toda la actividad económica y no en el supuesto de una 
planificación de carácter más reducido como es el caso de 
la reconversión industrial <f*a Jo. 3a). Criterio 
reiterado posteriormente en la Sent. 188/1988, de 17 de 
octubre (Fß Ja 7 Q ) . 

£. 



383 

desarrollo del plan, la coapeteneia de loa órganos 

administrativos de la Coaunidad áutónoaa surte plenaaente 

sus efectos. En el supuesto de que los diferente« entes 

consideren aconsejable no escindir territorialaente la 

ejecución de los planes para garantizar, por ejeaplo» el 

equilibrio entre los sacrificios de las diferentes 

©apresas que foraan el sector o potenciar fusiones o 

agrupaciones de sociedades ubicadas en diferentes CC.AÁ. 

debe acudirse a técnicas de cooperación a*a . tn nuestrc 

caso la creación de órganos coaunes, aixtos, parece la 

solución aás adecuada, ais garantizadora de la esfera 

coapetencial autonóaica. 

#• "r4f %IW * • • » • • •••• *•* » %f..tl A A A V i l i r W ......A.. . A M i l \ « A W H O Ü A M H M k£Jük AáMM... T # ^ ** iF* 

De acuerdo con lo expuesto anteriormente en el carpo 

econóaico no funciona el esquena de distribución 

coapetencial basado en el juego bases-desarrollo y esta 

aseveración general se piases en la reconversión 

industrial. Por este eotivo, COBO heaos indicado, debe 

acudirse a fóraulas especificas de articulación 

coapetencial, acorde con los objetivos de la intervención 

pública. El Estado dispone de un titulo coapetencial 

para foraular el sarco general de las distintas 

planificaciones, asi coso establecer las técnicas de 

coordinación adecuadas (art. 149.1.13.C, Bases y 

coordinación) a* a Mediante dicha previsión 

constitucional se atribuye al Estado las facultades 

a*"* Un análisis de la cooperación y su especifidad dentro 
de las relaciones de colaboración, ALBERTI, E., Las 
relaciones de colaboración entre el Estado y las 
Coaunidades áutóniaas, R.l.D.C.. 1885, 14, pig. 154. 

a*» El titulo coapetencial coordinación" peralte al 
Estado establecer aecaniaaos de coordinmcion que iapongan 
de foraa obligatoria dicha foraa de actuación. Asi un 
principio rector del coaportaaiento de las 
/Jainistraciones Públicas (art. 103 C.) se trai.sforaa en 
r.ia regla objetiva de actuación. 
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suficientes para poder desarrollar una ordenación general 

de la economia ya que mediante las bases y la 

coordinación el Estado puede establecer de forua 

obligatoria para todas las instancias territoriales un 

ejercicio conjunto de las competencias asignadas 

inicialmente -?n régimen de separación a«* . 

Cuando el legislador estatal aprecie que la 

consecución de unos determinados objetivos relativos a la 

actividad económica requiere la adopción de unas medidas 

cuya disposición no esta integramente al alcance del 

Estado, por incidir en ámbitos materiales asignados a las 

Comunidades Autónomas, como en nuestro caso con la 

reconversión de sectores industriales, podrá establecer 

el cauce par ia integración de las respectivas 

responsabilidades La Ley establecerá las directrices o 

principios generales a los que deberá someterse la 

planificación, los órganos o procedimientos de actuación 

conjunta, a través de los que se instrumenta la 

coordinación, los objetivos a perseguir y la naturaleza 

de los medios a emplear. 

La competencia sobre las bases faculta el 

establecimiento de las lineas de actuación relativas a la 

reestructuración de sectores industriales en crisis con 

el fin de conseguir los objetivos económicos fijados. La 

conexión entre medidas y objetivos requiere una 

regulación normativa básica de carácter uniforme en todo 

el territorio y, en consecuencia, el Estado dispone de 

títulos coapetenciales suficientes para legislar con 

carácter principal y para determinar el mecanismo de 

coordinación adecuado al carácter de las actuaciones 

a** En la R.F.A. la reforma constitucional de 1867-1868 
institucionalizó ciertas fórmulas de cooperación 
vertical, las "tareas comunes". Con dicha reforma se 
introdujeron nuevos métodos en la actuación de poderes 
estatales, basados en la planificación conjunta. En 
determinados sectores que se consideraron de interés 
general la cooperación es obligatoria (art. 81.a. Ley 
Fundamental de Bonn). 
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previstaa. Coordinación qua no significa an ningún caso 

control eatatsi. Señaladamente no permite un 

condicionamiento da las facultades da gestión autonómicas 

ais allá da los liaites inherentes a la coapetancia 

estatal de coordinación »*• . La coordinación peralte la 

adopción del vehículo de actuación de las diferentea 

Administraciones, no la adopción directa de la medida »*• 

Esta es la función que deberia cumplir la Ley de 

Reconversión y Reindustrialización. De acuerdo con el 

aodeio constitucional de articulación de competencias 

económicas, expuesto en otro capitulo de nuestro trabajo, 

el Parlaaento estatal tenia que limitarse a detarainar 

los objetivos ptrseguidos con la intervención pública y 

el supuesto de hecho habilitante de la aiaaa (art. 1, ap. 

1 de la L.R.R.), los medios a emplear pero sobre todo el 

procedimiento de elaboración conjunta de ios planes 

sectoriales. Dicha planificación conjunta está 

constítucionalmente garantizada, de foraa genérica en 

relación al procedimiento de planificación en la economía 

(art.. 131.2.C.) y en los ámbitos sectoriales al abrirse 

la posibilidad de asunción estatutaria da competencias en 

diferentes sectores económicos (turismo, agricultura, 

industria) El Estado na puede actuar libremente en estos 

campos, daba respetar las competencias da las CC.AA. Esta 

actuación conjunta no tiena un régimen diseñado en la 

propia Conatitución y por eso el Parlamento estatal tiene 

libertad para determinar loa mecanismos de la misma. 

La L R R . ha instrumentado, como posteriormente 

««• Sant. T.C. 201/1888» de 27 de octubre (ffl Ja 4a) y 
consideraciones efectuadas en el Capitulo II, apartado 2. 

**• "El carácter coordinado da las actuaciones se 
manifiesta en el proc od miento (da declaración de zonas 
susceptibles da reconversión y/o reaatructuación) en el 
qua aa reconoce la iniciativa da las Coaunidades 
Autónomas que, en todo caso, aunque no ejerzan tal 
iniciativa, deben aar oídas (Sent. T.C. 188/1988, de 17 
de octubre) 

UL. 
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versaos coa ais detalle, una via procediaental. En 

relación a este procediaiento pódenos ahora adelantar que 

el sisteaa establecido no parece adecuarse plenamente a 

la caracterización que henos esbozado anterioraente. La 

L R U . establece un procediaiento de elaboración de 

planes sectoriales en el que la participación de las 

CC AA opera solaaente en la fase ascendente, y cedido a 

la recogida de inforaación Pero después la intervención 

está excluida al agotarse en el decreto estatal todo el 

contenido de la ordenación sectorial a* 7 . Esta exclusión 

a«? La opción del legislador estatal encaja en caabio en 
la línea jurisprudencial que ha aantenido hasta ahora el 
T.C. en relación a otro sector econóaico que plantea la 
•isaa problemática que la industria desde el punto de 
vista de la distribución de coapetencias, la agricultura. 
El T.C. a través de tres lineas argunentales que se 
encavalcan, y que exponeaos a continuaciónn, ha llegado a 
un resultado que vacia de contenido la competencia 
normativa de las CC.AA. sin a cambio atribuirles 
protagonismo a traves de mecanismos de colaboración. Es 
evidente que esta no es función del Tribunal 
Constitucional Pero si éste hubiese declarado 
inconstitucional la práctica estatal hubiese obligado a 
buscar formulas de intervención pública en la economia 
que respetasen las competencias autonóaicas. Coao por 
ejemplo ha sucedido en relación al teaa del alcance de 
las bases. Las tres lineas arguaentales a las que nos 
hemos referido son las siguientes; En primer lugar una 
interpretación de la rúbrica ordenación general de la 
economia no en el sentido que nosotros proponemos, sino 
coao titulo autónomo, al margen del reparto coapetencial 
del art. 149.l.C. Bajo este manto, dentro de las 
coapetencias de dirección de la actividad econóaica 
general, tienen cobijo taabién las normas estatales que 
fijen las lineas dir ctrices y los criterios globales de 
ordenación de sectores concretos, asi coao las 
previsiones de acciones o medidas singulares que sean 
necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de 
la ordenación del sector (Sent.T.C. 95/1988, FQ Ja 4a). 
En segundo lugar una concepción del contenido material de 
las bases en el que cabe casi toda le actividad 
noraativa. Y en tercer lugar el considerar que no es 
metodológicamente adecuada y puede resultar artificiosa e 
inútil toda distinción entre lo básico y lo no básico si 
pretende aplicarse a los preceptos integrantes de una 
aedida que sólo puede ser considerada y aplicada coao 
unidad en el bien entendido, claro es, de que sólo pueden 
ser considerados coao elementos de la aedida aquellos 
preceptos directaaente o indirectaaente ordenados a la 
obtención del fin propuesto1 (Sents. T.C. 179/1985 y 
95/1986). Vid un exaaen critico de esta últiaa linea 
arguaental en ALBERTI, E., "Leyes aedida y distribución 
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opera taabién en la propia fase de aprobación. 

Nosotros entendemos que la coapetencia estatal, 

ejercida en exclusiva, se agota en la adopción de la ley. 

Cuando el Estado considera que dada la singular 

iaportancia que el sector económico tiene en el conjunto 

de la ©conoala espartóla deben adoptarse un conjunto de 

medidas de foraa unitaria, para todo el conjunto del 

territorio, los órganos centrales del Estado están 

facultados para incidir en ámbitos materiales cuya 

coapetencia hayan asueldo las Comunidades Autónomas 

Pero esta modulación del régiaen de coapetencias no puede 

realizarse de foraa que altere totalmente el sistema, no 

dejando espacio para la potestad noraativa autonómica o 

dejándolo de foraa aarginal. Es preciso preservar un 

ámbito para la formulación de la política propia de la 

Comunidad Autónoma orientada a la satisfacción de sus 

liares". 

El sistema que peralte integrar la necesidad de 

intervención unitaria con el respeto al pluralismo que se 

deriva de la existencia de las responsabilidades 

asignadas a las CC.AA. es la cooperación *•• 

de coapetencias: un paso aás en la interpretación 
extensiva de las bases noraativas en la jurisprudencia 
constitucional , R.E.D.C. . Ü86, 18, págs . 141 y ss . 

«*• Sent. T.C. 201/1888, de 27 de octubre (Fa Ja 2a): 
"Una vez establecida entre el Estado y la Coaunidad 
Autonóaica la relación jurídica de subvención, no puede 
adaitirse que, por medio de ella, se opere una 
modificación sustancial de las coapetencias respectivas 
que asisten a aabas partes, pues la subvención, según 
declara la S.T.C. 39/1982, de 30 de junio, no es un 
concepto que deliaite coapetencias, atrayendo toda 
reglación que, desde uno u otro aspecto, tenga conexión 
con aquélla". Lo que acontece al establcerse la relación 
jurídica subvencional es que las respectivas coapetencias 
estatal y autonóaica entran en un aarco necesario de 
cooperación y colaboración, en cuanto se orientan a una 
actuación conjunta en la que no deben aerearse ni la 
coapetjncia de la Coaunidad sobre la asteria 
subvencionada, ni las que el Estado tiene para garantizar 
la coordinación y la unidad de la política econóaica asi 
coao la efectiva consecución de los objetivos perseguidos 
en los prograaas a los que se asignan laa subvenciones'. 

^__ 
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Precisamente la virtud de la cooperación reside en que 

los resultados unitarios se producen sin mengua de loa 

poderes de las instancias autónomas, sin sustracción de 

sus coapetencias propias, sino a través dt su implicación 

en un único aecanisao de decisión**» , 

El Estado puede» cuando sea necesario, dar un 

tratamiento uniforae a una determinada materia, vincular 

los poderes de las otras instancias territoriales para 

que sean ejercidoa en coaun para la consecución de unos 

objetivos de carácter general (art, 143.1.13 C). La Ley 

fijará las directrices, los criterios globales de 

ordenación del sector pero a partir de aqui la regulación 

detallada, la pormenorización y aplicación de las 

directrices a unos caapos concretos debe realizarse de 

forma conjunta En el escalón inferior de la decisión, en 

la fase de pormenorizacion de las medidas concretas, se 

requiera ya una intervención mancomunada Esta actuación 

conjunta permite preservar las respectivas coapetencias 

de las partes a a o . 

El Tribunal Constitucions! considera, con una 

interpretación literal, no aplicable el art, 131,C, y en 

consecuencia, justifica la coapetencia estatal para 

realizar una planificación de detalle en la 

"necesidad de asegurar un tratamiento 
uniforae de deterainados problemas 

a«s Vid referncias doctrinales señaladas en el capitulo 
A A . j Jf * * r * * * St « a i V l l *» w w·M#·i#ajp a* HB* f mat « n>B>aSjMBUH^S>MBpi^Bi^fei«akOTaaBaaaM>iMMw^L> 

cooperación en la B.I.A....• op. cit., y "Las relaciones 
de colaboración..." op. cit. 

aao Nosotros creeaos que el aodelo de integración 
coapetencial cooperativo, que considéranos más acorde con 
la distribución constitucional y estatutaria de 
coapetencias, es aplicable en la aayoria de las 
actuaciones públicas econóaicas. Ya que la Ley define el 
•arco general, deteraina loa objetivos y reaite a la 
Administración la concreción. Es el asqueas utilizado en 
la L. 43/1981, del Estatuto de la Explotación Agraria y 
de los Agricultores Jóvenes. 
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económicos o por la estrecha 
interdependencia de las actuaciones a 
realizar en distintas partes del 
territorio nacional". 

Posteriormente el Tribunal insiste en argumentos de 

carácter empírico; 

'Los planes de reconversión tienden a la 
reestructuración no solo de empresas 
determinadas sino de sectores enteros de 
la producción industrial considerados en 
conjunto» la finalidad de estos planes no 
es otra que la de adaptar las disensiones, 
la capacidad productiva y las 
características técnicas de las empresas a 
las exigencias de viabilidad que imponen 
los mercados nacionales e internacioni.les, 
y en este sentido el desglose o escisión 
de una mera planificación marco en una 
serie de planes de detalle separados y 
distintos en cada Comunidad Autónoma 
implica el grave riesgo de desvirtuar los 
objetivos de una operación de reajuste que 
ha de efectuarse con caricter global". 

La competencia autonómica en el desarrollo de los 

planes se transforma en la adopción de "otras medidas 

planificadoras complementarias" mmt . El resultsdc* parece 

disfuncional con los objetivos apuntados, ya que lo que 

se obtiene de la intervención de los diferentes poderes 

públicos no es un único plan integrado sino un conjunto 

de medidas yuxtapuestas. La competencia autonómica parece 

reducida a tapir huecos. 

Si la finalidad de la intervención pública no 

permite separar los planes cuadro o sarco de ios planes 

de detalle, parece más acorde con la asignación 

constitucional de competencias una mayor atribución de 

responsabilidades a las Cosunidsdes autónomas en el 

*** Sent. T.C. 28/1986. de 10 de Febrero (Fa-JflL.3a->. que 
resuelve el recurso de inconstitucionalidad plantea por 
la Junta de Galicia contra determinados preceptos del 
Decreto-Ley 8/1983, que darla lugar posteriormente a la 
L R R . , y por esto la Xunta amplió el recurso a esta 
última disposición. 

«c^ 
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diserto de las estrategias sectoriales. 

La propia especifidad de la problemática que se 

pretende afrontar mediante la reconversión industrial 

explica ei carácter pormenorizado de los planes 

sectoriales, sobre todo en aquellas áreas en que las 

enpresas afectadas son pocas y por lo tanto se pueden 

precisar de torna muy detallada los objetivos 

Estas mismas razones dificultan la separación entre 

la fase teleològica e instrumental de la fase de 

realización o actuación a s a . Por eso la L R R . regula 

también la articulación de las competencias en el 

ejercicio de las funciones de ejecución. La L.R.R. prevé 

la participación de las CC.AA., tanto en el procedimiento 

de integración de las eapresas en el plan, como en el 

aparato burocrático que se crea a estos efectos. 

En la gestión se produce taabién una concurrencia de 

competencias, estatales y autonóaicas. 

"La ejecución de planes estatales de 
reconversión industrial es una tarea común 
o responsabilidad común del Estado y de 
las Comunidades Autó¡,ornas por cuanto 
requiere la necesaria confluencia del 
ejercicio de potestades estatales y 
autonóaicas para la consecución de sus 
objetivos comunes" a Ä a . 

Por este motivo es necesario garantizar en la ley de 

foraa expresa la participación autonómica y especificar 

los criterios de articulación orgánica de la misma. Este 

es el criterio que seguirá la L.R.R. pero que en caabio 

no estaba previsto en el Decreto-ley 8/1983. El recurso 

a 6 a Dicha distinción en MARTINEZ, J., Indirizzo 
político', Enciclopedia del DirlttQ, vol XII. pág. 138 y 
ss. Hilan. Aunque este autor se refiere a la actividad 
del Gobierno en tanto que órgano constitucional, la 
identidad de fines, aunque no de foraa y naturaleza de la 
actividad administrativa a la que nos estaaos refiriendo 
nos permite utilizar dicha clasificación. 

a»» Sent. T.C. 29/1888, de 10 de febrero (Fft Ja 5a). 
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a la categoria de las tareas coaunes pon« de manifiesto 

el carácter cooperativo de la relación entre las 

diferentes instancias territoriales iaplieadas. 

Entendiendo por cooperación el ejercicio conjunto de 

facultades que corresponde a los distintos sujetos. La 

cooperación significa una puesta en coaún ais intensa que 

la coordinación a** , Frecisaaente esta característica 

explica porqué la cooperación se configura coao un aétodo 

de relación mteradainistrativo, COBO una técnica de 

obtención de resultados unitarios sin sustracción de las 

coapetencias propias de las Adainlstraciones de las 

CC Aá a»» 

En conclusión, la L R R . constituye un supuesto de 

ejercicio de la coapetencia estatal prevista en el art, 

14a 1 U C , cuya función es el diseño del régiaen 

coapetencia!, la regulación de la posición reciproca de 

las partes en la realización de tareas de interés coaún 

ase Dicha Ley tiene coao coaetido estructurar con una 

visión unitaria el conjunto de actuaciones recurriendo a 

a B* áLBERTI, E., **Las relaciones de colaboración...", op. 

a B a La necesidad de obtener resultados unitarios ha 
recibido en caabio un distinto trataaiento en otras 
áreas. La gestión centralizada de deterainados fondos ha 
coaportado una atribución de coapetencias ejecutivas al 
aparato estatal. Cf. Sent. T.C. 146/ltí88, de 25 de 
novieabre, y sobre todo el voto particular del Magistrado 
J. LlOUIHá y la Sent. T.C. 95/1986, de 10 de julio, de 1* 
que es ponente dicho Magistrado: Se podria cuestionar 
si tiene aentido y es eficaz un sisteaa de subvenciones 
centralizado en un sector econóaico coao el agrícola que 
ha sido descentralizado y atribuido a la coapetencia 
exclusiva de las Couunidades Autónoaas, cuestión que, sin 
eabargo, no ha sido planteada por la Generalitat de 
Cataluña, lo que hace que no aea esta la ocasión aás 
propicia para su examen 

»•• Este interés coaún ha significado genera leente una 
asunción de coapetencias noraativas para el Estado a 
pesar de que el propio T.C. ha puesto de relieve esta 
dualidad de intereses y corre1stivaasnte de coapetencias 
en deterainadas áreas. (Sent. T. C. Í5/Ü85, Fa «la la Y 
2a). 
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diversas técnicas de colaboración. La ley inserta cada 

instancia dentro del proceso de elaboración e 

iaplesentacién de la politice de reconversión industrial. 
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11 i..3,2- 1*A PART1.1.1PAC1QI1 ÚE LAa COMUMlÜADES AUTOMOMAS KM 

VA ^fa^BpRACIDII t/a LA rUi.lTi.CA uc. HeiLUnVfe,KbIÜM mDUSyiil A^, 

FüRMAClüN Y. APROBACIÓN DEL PLAB aICTORIAL 

Al analizar el proceso de íoraación de la política 

sectorial se plantea la cuestión relativa a la naturaleza 

de la actividad pública. El contenido peculiar de las 

disposiciones planifleedoras lapide operar con los 

tradicionales criterios de regulación y ejecución y, por 

tanto, de asignar correlativaaente las diferentes 

responsabilidades. Esta dificultad otorga especial 

relevancia al tesa procediaental ya que es a través de 

dicho aecanisao cóao se articulan las coapetencias, 

Expondremos el iter previsto en la L R R . para la 

formación de la adopción de las correspondientes 

estrategias sectoriales, señalando cóao se distingue la 

fase de prograaación propiamente dicha, de la 

instrumentación jurídica de la aisaa. Esta separación no 

encuentra, en caabio, su reflejo en la articulación de 

competencias. 

La L R R prevé la participación de las Coaunidades 

Autónoaas en la fase previa a la redacción del proyecto 

de plan, la etapa de recogida de información, a ö 7 de 

especial importancia por es en este momento en el que 

se forma la visión sobre la probleaitica del sector *•• . 

»®7 Sobre la actividad preparatoria COBO presupuesto 
necesario para el ejercicio de potestades 
administrativas, vid. B0RT0L0TTI, D. : AlUViUa 
preparatoria—e fangiont anmmatrati/a. Hi laño, 1984. En 
este trabajo se incide sobre la actividad no formalizada 
de la Administración destinada a conocer la realidad 
sobre la que opera. 

»•• árt. 2.1. 2Q. de la L.R.R. Asiaisao, el órgano de 
elaboración del Plan a que se rrfiere el párrafo anterior 
deberá consultar a las Coaunidadea Autónoaas afectadas, 
para que las mismas puedan suainistrar, en el plazo 
fijaco por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, "sua previsiones acerca de la probleaitica, 
objetivos y aedios de la reconversión y Art. 3.3. 
L.R.R., "Las Comunidades Autónoaas afectadas amcÁQ. 
informada» sobre la elaboración y negociación de los 

http://rUi.lTi.CA
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Ea la gráficamente denominada fase ascendente de la 

planificación. Las CC.AA. deberán aportar sus previsiones 

acerca de la problemática, objetivos y medios de la 

reconversión. La redacción de este apartado parece 

colocar a las Comunidades Autónomas en un papel 

secundario que no es acorde con las coapetencias asumidas 

a través de sus respectivos Estatutos de Autonomía y en 

concreto en materia de industria y reestructuración 

industrial. 

La ponencia gubernamental deberá consultar a las 

Comunidades Autónomas, trámite ineludible y obligatorio 

que según la L.R.P. podrá estar sometido a plazo. Pero 

nada se indica acerca del valor del informe emitido por 

las Comunidades Autónomas, a diferencia de lo dispuesto 

en el art 131.2. C E donde se garantiza el respeto a las 

previsiones de las Comunidades Autónomas, al utilizar la 

fórmula "de acuerdo con" a 6 B . El principio cooperativo 

proyectos del plan, de acuerdo con lo previsto en el 
articulo segundo» 1, de la presente ley". 

3 0 8 La doctrina, de forma reiterada, aunque con matices, 
considera que el art. 131 C E . regula dos cuestiones 
distintas. El apartado primero contiene una habilitación 
para planificar la actividad económica con carácter 
general y para ello establece una reserva de ley. El 
apartado segundo reguü los requisitos formales y 
procedimentales de elaboración y aprobación de planes 
estatales sin distinción. Vid. HUIOZ HACHADO, S., 
mUmiAbJmJktJuMmmmmmmJlÉJ^^ Ai>s«^»~^<Mh¿mm\im\*A>^afcjmymVláVS^M mkU^MimMJUmmKJBLSm * \ # * W * % » Ä W J 

Hadrid, 1882, vol. I, pág. 239; SAHTOLAYA HACHETTI, 
Descentralización y cooperación. I.E.A.L., Hadrid, 1884, 
pág. 360, JUAN, 0. de, LA constitución económica 
española. C E . C , Hadrid, pág. 282; JIMENEZ-BLANCO. A., 
Las relaciones uc fuñelonaBlento entre—el pQucr central x 
iflJ entes territoriales. I.E.A.L., Hadrid 1985, pág. 300; 
w * • %* « v M U i 11 . i *^ n r l l B mi A mM%M im Birlié Jr iW m mi t i WiBUi ^*ilii"fr,nihTfltT·»*"'·^* I * * • * " • • " ' 

1985, págs. 238 y ss. Por el contrario, la sentencia 
29/1886 del Tribunal Constitucional no sigue el 
mencionado criterio, ya que considera que "el art. 131 C 
se refiere a la planificación conjunta, de carácter 
global, de la actividad económica. Por ello resulta claro 
que la observancia de tal precepto no es obligada 
constitucionalmente en una planificación de ámbito más 
reducido' (fa Ja 3a). Vid. también las consideraciones 
efectuadas sobre este tema en el capitulo II.2. 
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introducido con carácter general por la Constitución 

obliga a buscar formulas de coaproaiso. 11 plan general 

sectorial no puede ser el resultado de sucar los 

objetivos suministrados por las Coaunidades Autónoaas 

pero si debe obedecer a una negociación que peralta 

integrar propuestas *·°. 

Cerrada la etapa de recogida de infornacion y 

diagnosticado el sector se procederé a la elaboración del 

proyecto de plan El proyecto debe ser redactado y 

negociado por la coaisión noabrada por la Coaisión 

Delegada para Asuntos Económicos. En esta fase de 

formulación de las propuestas, deterainación de los 

objetivos y concreción de aedios las CC.AA. estan 

ausentes. La referencia, introducida en la traaitación 

parlaaentaria, sobre la necesidad de inforaar a las 

CC.AA. acerca de la elaboración y negociación del plan no 

garantiza la participación autonómica en la formación del 

plan *•* . Reduce el rol de las CC.AA. a la condición de 

aao ALBERTI, I., Las relaciones de colaboración entre el 
Estado y las Coaunidades Autónoaas", R.E..D.C. . 1985, 14, 
pág. 165. 

2 8 1 El H.D.-Ley 8/1983 desconocía la presencia de las 
Comunidades Autónoaas. La intervención de dichas 
insta.cías territoriales es eJ resultado de las 
Bodificaciones introducidas en dicho texto durante la 
traaitación parlaaentaria del Decreto-ley coao proyecto 
de ley (Cf. art. 8 6 . 3 . C ) . La ausencia de las Coaunidades 
Autónoaas con coapetencias en la asteria fue uno de los 
teaas objeto de polémica en el debate sobre la 
convalidación del R.D.-Ley 8/1983, Diario da Sesiones del 
Congreso. no. 89, de 27 de dicieabre de 1983, págs. 4254 y 
ss Posteriormente, mediante las enaiendas presentadas 
por diferentes grupos se aprobó el actual redactado. 
Significativa es la e m i e n d a de Minoria Catalana que 
proponía que en el or: ¿no encargado de la elaboración del 
proyecto de plan estuvieran presentes, adeaás de la 
Adainistración estatal, los Sindicatos y Organizaciones 
eapresariales y la Adainistración autonóaica. En aras a 
la eficacia (2) no se aceptó dicha propuesta, Vid ¡nfqrae 
Olí la Ponencia relativo al, R. Decreto-ley—8/1983- . . , 
B.Ü.C.G. (Congreso de los Diputados), serie E, na 40, 7 
de aayo de 1984. Las aisaaa cuestiones se volverán a 
plantear en el seno de la Coaisión, Diario de Sesiones 
d&l CongrtlQ di loa tJiputtdQg, 1984, na 159, sesión 8 de 
aayo de 1984. 
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espectadores. 

La previsión de la participación autonómica se 

efectúa con un criterio un tanto sorprendente al tratarse 

de instancias territoriales representantes de intereses 

generales. El factor determinante no son las competencias 

estatutariamente asumidas sino el hecho de que estén 

afectadas » término que en la tradición del derecho 

esparto! está estrechamente vinculado a la idea de interés 

particular perjudicado, de imposición del gravamen 2 B a . 

Dicha cuestión no se deja a la libre apreciación de los 

órganos representativos de la Comunidad Autónoma sino que 

se define legalmente. 'Se considerarán afectadas aquellas 

en cuyo territorio estén asentadas industrias que 

representen, ai menos el 10 por ciento del empleo del 

sector o grupo de empresas incluidos en la reconversión o 

aquellas en las que el empleo en' dicho sector o grupo de 

empresas suponga, como mínimo, el 10 por ciento del 

empleo industrial de su territorio " a # a . Ello supone la 

consideración de las Comunidades Autónomas como 

portadoras de intereses particulares y no conn instancias 

territoriales de naturaleza estatal que ejercen poderes 

estatales sobre el ámbito material fijado por ios 

Estatutos de Autonomia y atribuido por la Constitutción 

as« 

«•» II art. 23, ap. b) y c) de L P A. uitiliza el término 
"afectado" para referirse a los derechos o intereses de 
un sujeto que se encuentra en posición de perjudicado, 
lesionado e incluso erosionado o tocado, pero siempre es 
necesario el elemento característico de la 
particularidad, y de la intromisión en la esfera propia 
de un sujeto. Afectar se define en el H.K.J. Saix como 
imposición de gravamen, idea que reproduce el Real 
Diccionario de la Lengua Española. Por tanto no parece 
adecuado con la posición constitucional de unas 
instancias territoriales, portadoras como tales de los 
intereses generales de una Comunidad. 

»•• Arts. 2.i. ap. 3 de la L.R.R.. Idéntico criterio se 
establecía en la disposición adicional primera de la Ley 
21/1982, de 8 de junio, sobre medidas de reconversión 
industrial. 

••* ALB1RTI, E. en la obra colectiva El sistema jurídico 
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La definición legal significa una restricción a la 

participación de las Comunidades Autónomas que no reúnan 

los requisitos establecidos en un texto legal. El 

instrumento normativo utilizado en la operación de 

delimitación es una operación legal dictada en ejercicio 

de competencias estatales y no con la finalidad de 

atribuir competencias a las diferentes instancias 

territoriales, función reservada constitucionalment«» a un 

tipo muy concreto de normas, ios Estatutos de Autonomía y 

las leyes marco u orgánicas (árt. 14? y 1500 CE.) a8B. 

Dicha previsión legal, al margen de los ámbitos 

competenciaies concretos, rompe el principio de igualdad 

entre Comunidades Autónomas, principio de igualdad 

referido a la posición jurid ico-institucional que ocupan 

en el sistema estatal compuesto diseñado para la 

Constitución *••. 

TORNOS ha insistido en dicha idea; La participación 
regional en la planificación estatal se realiza a título 
de entidad política que defiende intereses generales de 
una comunidad, es decir al margen, de las competencias 
que la Constitución o el Estatuto reconozcan ai 
territorio autónomo en cuestión, no debe reducirse la 
participación regional a las materias en que luego tenga 
competencia legislativa*', en "La intervención de las 
Comunidades Autónomas en la economía R.E.D.A.. 1978, 21, 
pág. 229. Criterios que acogerá HARTIN RETQRTILLO, S., 
Derecho administrativo económico. Madrid. 1988, pág. 381. 

»•* Sent. T.C. 23/1986, de 20 de febrero (Fa Ja 2 Q B) y 
en relación a esta última cuestión, vid. HALARET, fc. 
"Algunas consideraciones .. , R.A.P.. 1988, 111, págs. 
287 a 290, y las referencias doctrinales manejadas en 
este trabajo, 

••• La fijación de un criterio de carácter objetivo, de 
aplicación automática, como factor determinante de la 
participación de una instancia territorial no parece 
plantear en principio problemas de interpretación. En la 
práctica, desde un punto de vista económico o cuanto 
menos partiendo de la estructura productiva industrial, 
la cuestión es más complicada. La reconversión de 
sectores con gran concentración empresarial o territorial 
(aceros especíales, siderurgia integral o forja pesada) 
comportará la participación en el proceso de un número 
limitado de CC.AA. En cambio CC.AA. con un volumen de 
empleo en empresas dependientes del sector en 
reconversión o en industrias auxiliares o conexas estarán 
ausentes a pesar de estar en situación de "afectadas" 
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El carácter político de la participación autonómica, 

característica de entidades que defienden los intereses 

generales de una comunidad, conporta un papel en la etapa 

de fornación de la decision necesariamente diferente de 

la intervención en el procedimiento de otros sujetos 

interesados llamados a participar, las organizaciones 

empresariales y sindicales. 

Generalmente en los procesos de planificación, 

después de la recogida de información, se pueden 

distinguir dos fases, según el nivel de concreción de la 

operación realizada. Una primera definición de loa 

elementos esenciales, básicos, o sea los objetivos, los 

rasgos característicos y definidores de la actividad que 

se planifica. Posteriormente se abre otra etapa en la 

que se pormenorizan los objetivos elaborándose los planes 

detallados y concretos. 

En cambio el legislador estatal ha optado por no 

escindir la función planificadora entre una programación 

marco y otra de detalle. La realidad sobre la cual se 

opera y el tipo de intervención publica parecen haber 

dificultado la separación del proceso y su correlativa 

atribución a entes territoriales distintos. Si la 

especifidad de la planificación en materia de 

reconversión de sectores industríales no permite escindir 

la función deben buscarse mecanismos que permitan la 

participación autonómica en la formación del pian. Üe 

acuerdo con la distribución constítucíonel de 

competencias, el Estado se reserva las bases y 

coordinación de la rlmníf ícacíón (art, 149.1.13 C E ) , no 

puede agotar toda la función de planificación, debe 

permitir un desarrollo por parte de las Comunidades 

Autónomas que hayan asumido dicha competencia. Estas, en 

virtud de la competencia estatutaria, deben desarrollar 

el plan estatal, instrumentar el cumplimiento de los 
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objetivos previamente establecidos. Si esta división de 

funciones no es posible deberá aeudir&e a 'tíos 

mecanismos de integración de competencias, ante las» 

insuficiencias de la propia programación .«o mstrunento 

de coordinación. 

La necesidad de afrontar de for-..', coherente y 

eficiente la reconversión de sectores industriales obliga 

a los poderes públicos a buscar técnicas de actuación 

conjunta que eviten actuaciones públicas disfuncionales o 

contraproducentes con los objetivos perseguidos. La 

interpretación operada por el Tribunal Constitucional en 

su sentencia 29/1966, no parece ir en este sentido al 

considerar el termino "desarrollo** COBO equivalente de 

complementar 10 , pero no en el sentido de complemento 

indispensable, de planificación de detalle imprescindible 

para su efectiva aplicación, sino como posibilidad de 

adoptar medidas paralelas yuxtapuyestas, 'El estado en el 

ejercicio de la competencia de ordenación económica podra 

efectuar una planificación de detalle*' No parece el 

criterio mas eficiente para una correcta asignación de 

los recursos públicos a*7 . 

La política de reconversión industrial implica 

diferentes títulos competencialea y por ello la 

programación puede ser una fórmula útil de cooperación, 

de ejercicio conjunto de las competencias por las 

diferentes partes implicadas 2 e B . Pero si las técnicas 

procedmentales se descartan debe acudirse a las de 

carácter orgánico. 

a S 7 La sorpresa ante esta posición se encuentra también 
en JIMENEZ BLáMCO, á,, La legislación sobre reconversión 
y reindustríaüzacíón". R.E.D.A. . 1987, 4?, págs. 360-
361. 

*•• Vid. sobre el posible carácter cooperativo de la 
planificación y la exposición de un modelo de actuación 
cooperativa como mecanismo unitario de toar de 
decisiones, áLBlRTI, B. . Fmdmrm.H.«n v cooperativo en la 
República Federal Alcuana. Madrid, 1966, pág. 532 . -s 



410 

Una fórmula podía haber sido la integración en la 

collision ad hoc de representantes de las Comunidades 

Autónomas, La participación de estas facilitaria la 

posterior aplicación del plan y evitaria que éstas 

adopten políticas paralelas o contradictorias con las 

políticas sectoriales generales *•• Pero las 

Comunidades Autónomas son marginadas en toda la fase de 

definición del plan, de elaboración concreta. Una vez 

recogida la información estarán en una posición ajena al 

proceso ya que son meramente informadas de la elaboración 

y negociación de los proyectos dei pian a'wo . 

Todas las ventajas derivadas de la proximidad del 

tejido industrial que el nivel regional ofrece (la 

eficacia de determinadas medidas puede valorarse y 

concretarse mejor, asi como su impacto sobre las 

condiciones de producción y trabajo en un sector) no 

surten sus efectos sí en el momento de la toma de 

decisiones se margina a las instancias representativas 

del territorio 

Si de la fase de elaboración del plan pasamos a la 

de aprobación y analizamos el acuerdo de la Comisión 

Delegada para Asuntos Económicos desde el punto de vista 

de la distribución de competencias» parece difícil 

encajar dicho acto de aprobación en la categoría de las 

medidas de coordinación Sobre todo si consideramos la 

»*» En este "sentido Vid. MUIOI HACHADO» S.: Qiam 
flatudlOa sobre el podar y la técnica de legislar. Madrid, 
1886, pág 214. 

» ™ Art. 3.3. L.R.R. . 

2 7 1 Sobre todo sí consideramos que la actual crisis 
industrial afecta en muchos casos más a subsectores, a 
segmentos concretos, que a sectores enteros. Vid. 
Actualidad Económica. XII, 1982, na 1280, Cataluña 
frente a la crisis" entrevista a Vineeç Oller. Sobre la 
importancia de las instancias subestatales en las 
políticas de reestructuración industrial. Vid. BIAKCHI, 
P.. 0I0RDAMZ. M.G. y PASCHIM, F., Políticas 
industriales y territorio", Boletín de Estudios 
Económicos. 1887, 132, pags 571 y ss 
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coordinación COBO una fijación de medidas y de sisteaas 

de ¿alacien que hagan posible la mforaaeión reciproca, 

la hoBOgeneidad técnica en deterBinados aspectos para 

facilitar la actuación conjunta de las diferentes 

instancias territoriales a 7 a . 

Parece que ios actos de aprobación constituyen la 

integración en un conjunto unitario de la diversidad de 

iniciativas desarrolladas por diversos sujetos. Mediante 

tales aprobaciones se integran actos anteriores, 

realizados por diversos órganos o incluso por diversos 

sujetos" a7> Son pues el resultado de la participación 

de las Comunidades Autónoaas, el fruto de una acción 

conjunta de los poderes públicos cuyas coapetenciüs 

confluyen en un deteraínado áBbito de actuación Pero al 

no producirse la intervención autonoBica, el acto de 

aprobación del plan tendra una naturaleza única y 

exclusivamente estatal. Para su aodificacion no será 

necesario consultar las Coaunidades Autónoaas ya que 

estas no han participado en su elaboración. 

En la siguiente etapa, en la elaboración de la 

instruaentación normativa de la planificación no aparecen 

las CC.AA.. La participación de las Coaunidades Autónoaas 

en el proceso de elaboración del Decreto de declaración 

de un sector en reconversión no está expresaaente 

previsto en el texto de la L R R , al sargen de la 

referencia sobre el intercaabio de información en aateria 

de programación 

La industria y el tipo concreto de intervención en 

este sector de la actividad econóaica configurado por la 

política de ajuste industrial foraan parte del aabito de 

coapetencias de determinadas Coaunidades Autónoaas, Pero 

al margen de esta circunstancia, el ámbito aatenal 

a 7 a Sents. T.C. 32/1883 y 42/1983. 

a 7 a Sent. T.C. 144/1985, (zonas de agricultura de 
aontaña). 
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objeto de la acción publica dificulta operar un corte 

nítido entre diferentes materias y la correlativa 

atribución a diferentes esferas de poder. Este «arco 

jurídico, en que la relación o interdependencia de las 

naterias es la regla general, provoca que la intervención 

de una instancia repercuta considerablemente en el ámbito 

de las otras, condicionando sus decisiones a7* Todas 

las esferas de poder estatal tienen ínteres en el 

ejercicio de las competencias de las otras instancias, 

produciendo un espacio de interés común que obliga a 

buscar formulas de acuerdo, de entendimiento para el 

diseño de las políticas a adoptar. La promulgación de la 

correspondiente disposición de ordenación sectorial 

debería ser el resultado de un acuerdo entre las 

diferentes instancias territoriales implicadas. Un 

acuerdo que no necesariamente debe cubrir toda la 

extensión del Decreto pero sí sus elementos esenciales. 

En todo caso, la mícación del procedimiento de 

declaración de sector en reconversión podrá producirse a 

instancia de una Comunidad Autónoma a 7 e Significa esto 

que en el supuesto de desacuerdo sobre la necesidad de 

declarar en reconversión el sector propuesto por la 

Administración autonómica, la Administración estatal 

deberá resolver pronunciándose sobre el fondo de la 

cuestión, 

El reconocimiento expreso de la posibilidad de poner 

en march* el procedimiento no esti recogido en el texto 

de la L R R . Pero dicha posibilidad se deriva de la 

posición institucional de las Comunidades Autónomas 

a7« Una consideración normativa de dí'ïho fenómeno en la 
previsión contenida en el Art 7 R.D. 768/1882 
(componentes electrónicos), Las subvenciones que puedan 
concederse por las CC.AA. serán deducidas de 'as 
subvenciones concedidas por la Administración del Estado 
y en el Art. 2 R.D. 2208/1880 (aceros especíales). 

3 7 S çj. Debate parlamentario, Di»rip de Sesiones—dil 
Congrego, djL_iaa Diputados (Comisión d« Industria), núms. 
158 y 160. Sesiones de 8 y 8 de mayo respectivamente. 
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prevista en la Constitución y, en consecuencia, no se 

requiere una pormenorización minuciosa en los textos 

legales de todas las formas de relación entre poderes 

territoriales, especialmente si se enmarcan dentro de la 

colaboración. Este tipo de relación es necesaria para el 

t'unc lonamento leal de todos ios poderes públicos m"rm . 

En principio nos aovemos en el ámbito de las 

potestades de ejecución. Estas consisten en la facultad 

de aplicar las leyes En consecuencia es inherente a 

dicha función todo lo referente a la organización de la 

actividad administrativa. En este sentido se encuentra 

dentro de los límites de la competencia autonómica la 

reglamentación de los medios y servicios que deben 

desarrollar la gestión de la política publica en el 

ámbito material de la industria y especialmente en la 

reestructuración de sectores industriales. En este orden 

de consideraciones el Tribunal Constitucional, utilizando 

la distinción doctrinal entre reglamentos normativos y 

administrativos, ha entendido que el segundo tipo de 

potestad reglamentaria forma parte del contenido de la 

competencia de ejecución a''*, . El fundamento de la misma 

reside en su carácter instrumental. 

Este no es el criterio utilizado en la L R R que 

establece un régimen competencial especifico, al margen 

de las referencias estatutarias. El significado 

a 7 8 En el Diaro de Sesiones del Parlamento de Cataluña na 
123, 2 de marzo de 1883, se recoge la iniciativa 
autonómica para la reconversión de los sectores de forja 
pesada (sector formado por dos empresas), componentes del 
cobre ny acero» comunes (pág. 3378). 

a7"r Sent. T.C. de 4 de Mayo de 1982 (en relación a la 
materia laboral). 
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constitucional del sistema legal lo ha precisado el 

Tribunal Constitucional al enjuiciar ei D L . 21/laö2 y la 

propia L,R.R. 

II T.C no ha considerado el carácter concurrente de 

las competencias estatales y autonómicas en la fase de 

elaboración de los planes. In cambio, en ia fase de 

ejecución, se tona en consideración dicha faceta. En este 

«omento se recuerda que existen distintos tituios 

conpetenciaies en presencia y en consecuencia, 

ia ejecución de los planes de 
reconversión industrial es una tarea común 
o responsabilidad común del Estado y las 
Comunidades Autónomas, por cuanto requiere 
la necesaria CQfll lUflflCiá—ÚM—PQLBBttuflB 
gfltalftiflM i autonáiicaa para i« 
iw W ¿iJLÍiw\iJHUwtjMLJÉL<^aaiiii» »JMliJK—MjMMULaÉiJ^iiM—MJ * * " • * 

cualquier caso, lo que debe quedar claro 
es que por la misma concurrencia 
compettncial a ejercer en régimen de 
responsabilidad común, las Comunidades 
autónomas afectadas con competencias para 
la ejecución de planes no pueden quedar 
ausentes de los órganos de decisión que el 
Estado, en virtud de su competencia, haya 
establecido'" a 7 # . 

MUMJkMjiuMI·imMàViMkjMM 

La implantación de la politica de reconversión 

requiere la creación de una organización especifica, de 

unos entes que pueden actuar en el tráfico jurídico de 

forma ágil y flexible sin las trabas impuestas a una 

organización de carácter burocrático. El recurso a 

**• (Fa JQ. 5ß, Sent. T.C. 29/1886). El T.C. no ha 
cuestionado el requisito de la afectación", seguramente 
porque no ha sido planteado por la Xunta de Galicia ya 
que en torno al mismo existió consenso entre las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria. Vid. 
referencias nota 4. 

d. 
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sistemas de trabajo propios de otro tipo de organización 

aparece COBO una necesidad ligada al carácter tánico y no 

jurídico de la actividad que deben realizar loa poderes 

públicos en determinados momentos de dicho proceso, fara 

ello ia L R.R. regula diferentes posibilidades y prevé la 

participación de la administración autonómica en los 

diferentes órganos y entes que creen los Decretos 

sectoriales, mención necesaria para articular la 

intervención autonómica a T B El carácter de gestión de 

ios mencionados entes deberá combinarse con la 

colaboración de las empresas. 

La tramitación parlamentaria del Decreto-ley 3/1883 

modificó el texto en relación a la forBación de los 

órganos rectores de la Gerencia de ios planes 

sectoriales. La Gerencia tiene un órgano colegiado de 

gobierno en el que estarán representadas la 

Administración del Estado y la Administración de las 

2 7 8 La Sent. T.C. 29/1986, de 20 de febrero, considera 
que el texto correspondiente ai R.D.-Ley 8/1983, 'en su 
dicción literal no es conforme con ia Constitución en 
cuanto no prevé la representación de la Junta de Galicia 
en estas Entidades y órganos, ya que ia alusión a la 
representación del Estado en las sociedades de 
reconversión, en el contexto del Decreto-ley, no puede 
entenderse comprensiva de ia representación de las 
Comunidades Autónomas . Este es uno de los supuestos en 
que el T.C. ha declarado inconstitucional y nulo el 
precepto por omisión. Seguramente la explicación de dicha 
decisión resida, en primer lugar, en una cuestión 
fàctica, cuando se dicta la sentencia, el R.D.-Ley ha 
sido sustituido por la L R R . y por lo tanto el fallo no 
tiene trascendencia práctica. En segundo lugar dicho 
fallo es posible porque, valga la redundancia, es 
consecuencia de un recurso de mconstitucionalidad y no 
de un conflicto de competencias Aunque el T.C. a pesar 
de tratarse de este tipo de proceso, en el momento de 
determinar el alcance y contenido del fallo distinguirá, 
atendiendo sobre todo a consideraciones fácticas. Incluso 
en el ámbito de recurso de inconstitucionalidad el T.C. 
ha sido reacio a aplicar la inconstitucionalidad por 
omisión. Seguramente por la posible extralimitacion de 
sus facultades que esta técnica puede significar. Vid. 
una utilización de la misma en la Sent. T.C. 45/1988, de 
20 de febrero,. en la que precisamente se realizan 
importante» consideraciones en orden al alcance del 
fallo. 
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CoBunidades Autónomas afectadas*' (art. 7.1.). La 

introducción de esta modificación era necesaria para 

adecuar el nencionado precepto a la Constitución. La 

coBposición concreta de ios órganos del ente deberá 

respetar el criterio de no predominio de la 

administración estatal a"° . 

La L.R.R remite al Decreto sectorial la creación de 

ia Gerencia y por lo tanto dicha disposición regulará la 

composición, competencias y funciones de los diferentes 

órganos. asi como la adscripción orgánica y funcional del 

ente creado. Esta adscripción se plantea de forma 

problemática debido al carácter mixto del órgano de 

dirección. En todo caso no podra comportar la facultad de 

dictar instrucciones ya que éstas emanan del órgano de 

gobierno del ente La conciliación de puntos de vista 

diferentes por parte de las Administraciones publicas en 

presencia deberá efectuarse en el seno del mencionado 

órgano 2 B 1 

2»u Vid. Sent T.C. 29/iatítí, en relación a la formación 
de ios órganos de la Comisión gestora de la 2.U.R. (F.J. 
sexto): "no puede estimarse ajustado a ia Constitución 
el predominio o superior participación de la 
Administración del Estado bien por razón de numero de 
representantes o por ostentar la presidencia de la 
Comisión Gestora o ia dirección de ia Oficina Ejecutiva". 

2 B 1 El R.D. 201U/1981 (textil) creó una Gerencia, 
adscribiéndola a la Comisión Ejecutiva del Pian. Como se 
trata de una disposición dictada en virtud de la primera 
legislación sobre reconversión tiene una estructura 
organizativa diferente ya que la Comisión ejecutiva es el 
órgano, de composición mixta, que tiene atribuidas las 
competencias para la ejecución del Plan y sus actuaciones 
tienen carácter resolutorio. El carácter unipersonal de 
ia Gerencia textil se explica por la estructura de la 
mencionada Comisión. La disposición transitoria segunda 
de ia L.R.R, prevé la adecuación de las Gerencias en 
funcionamiento a la nueva regulación. El art. 10 del R.D. 
1271/1984 (construcción naval) crea una Gerencia con 
competencia sobre todo el sector. La adscripción al 
Ministerio de Industria y Energia no puede entenderse en 
el sentido de la relación de ínstrumentaiidad que 
caracteriza la posición de la Administración 
institucional. La composición mixta de su órgano de 
dirección no lo permite. La adscripción deberá 
entenderse en el sentido de determinar la forma de 
dotación de medios personales y financieros, tal y como 

ä. 
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El articulo 7.2. de la L.R.R. dispone la necesaria 

participación de la administración autonómica en las 

Sociedades de Reconversion que se creen mediante ios 

decretos sectoriales. Esta participación se extiende a 

todos los órganos de la sociedad La administración 

publica estira representada en el órgano soberano de la 

sociedad, la junta general y en el crgano de 

administración de la sociedad. En lo que concierne al 

numero de representantes y las características de los 

mismos, deberemos estar a las previsiones d«s ios decretos 

sectoriales y en su defecto a los Estatutos de la 

Sociedad de Keconversion 2,SI 

La representación autonómica se coloca en una 

posición de subordinación en relación a la representación 

estatal Esta es ia única que debe prestar su 

conformidad a las decisiones societarias que puedan 

afectar a los planes de reconversion. Quizas hubiera sido 

mas clarificador y mas acorde con ia naturaleza publica 

de ia representación autonómica la prevision de una única 

representación administrativa, pero formada, designada, 

mediante acuerdo de las diferentes administraciones en 

presencia *•* 

parece deducirse de ia referncia en el ultimo inciso del 
mencionado artículo a la financiación del órgano 
unipersonal (Secretaria Técnica), ésta se hará con cargo 
a las partidas asignadas para la reconversión industrial 
da los presupuestos del Hinisterio de Industria y 
Energia. Sobre esta cuestión Vid. MALARET, E.. La 
inserción de las Z U R . en el marco competencial 
estatutario , en Autonomies. 1985, 2-3, pág. 67 y ss. 

*•* El art. 12.5 RD. 285/1985 (fertilizantes) precisa 
que el nombramiento de la mitad de los componentes del 
Consejo recaerá sobre miembros de la Administración del 
Estado y será efectuado por la Junta General a propuesta 
del Hinisterio de Industria y Energia. En el Consejo se 
incluirá necesariamente un miembro de cada Comunidad 
Autónoma afectada . Sobre los problemas innerentes a la 
participación pública de los órganos societarios, OTERO 
LASTRES, op. cit. pág. 314 y ss. 

a M La visión de una junta general de una Socieaad de 
Reconversión en la que las diferentes Administraciones 
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iiUAi LA EAftllSlEACUÜM DE LA küñ í M1 ST RAC í ON 

«JOBO en el apartado anterior, trataremos unas 

facultades adninistrativas inherentes a la función 

ejecutiva. Pero ceno la L R.K. y el Tribunal 

Constitucional no han utilizado los parámetros usuales en 

la caracterización de las potestades en cuestión, debemos 

detenernos brevemente en el análisis de las soluciones 

legales y judiciales adoptadas 

La iniciación del procedimiento de integración de 

las empresas al plan de reconversión se produce mediante 

la presentación del correspondiente programa y solicitud 

de beneficios ante la administración. Solicitud que se 

presenta ante los Departamentos correspondientes de la 

Administración Autonómica, en el supuesto de que hayan 

asumido competencias en materia de desarrollo y ejecución 

de los planes de reconversión am+ . Dicha solicitud se 

tramita, juntamente con un informe al Ministerio de 

Industria y Energia (art, 5.2.). 

La lectura de la mencionada prevision legal 

sorprende al contrastarla con el tenor literal de los 

preceptos estatutarios que asignan, de forma exclusiva, 

la competencia de ejecución a las Comunidades Autónomas. 

Dicha competencia parece tener un contorno muy claro ya 

que se define la función en relación a un objeto preciso 

Públicas presenten diferentes estrategias no parece lo 
más acorde con el necesario comportamiento colaborador de 
los poderes públicos. 

aB* De acuedo con las modificaciones introducidas en 
sede parlamentaria. La Sent. T.C. 29/1886, declara 
inconstitucional la ausencia de intervención autonómica 
en dicho trámite. 

¿__ 
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y determinado (elementos que definen la competencia), y 

en cambio queda desdibujada por la regulación introducida 

en la L R R . , 

Si en virtud de criterios facticos, de 

consideraciones relativas a la eficacia de la 

intervención pública no se considera conveniente ejecutar 

la reconversión de los diferentes sectores de forma sa 

parada, parece que debiera acudirse a técnicas 

cooperativas, que posibiliten el ejercicio conjunto de 

las competencias. Si se considera que no es posible 

escindir territorIB lóente la ejecución de los planes para 

garantizar, por ejemplo, el equilibrio entre los 

sacrificios requeridos a las diferentes empresas que 

formen el sector o potenciar fusiones o agrupaciones de 

sociedades ubicadas en diferentes Comunidades Autónomas, 

los diferentes instrumentos cooperativos ofrecen un marco 

para la intervención conjunta de las diferentes 

instancias territoriales a - B . 

El Tribunal Constitucional, partiendo de la 

conjunción de competencias que concurren en la ejecución 

de los planes de reconversión, estima que se configura 

una tarea común . Este ámbito de responsabilidad 

compartida requiere por tanto la necesaria confluencia 

del ejercicio de potestades estatales y autonómicas para 

la consecución de objetivos comunes *•• 

a B* La Ley 21/1982 atribula la resolución de ios 
expedientes de integración de las empresas ai plan a una 
Comisión Ejecutiva formada por representantes de las 
administraciones estatal y autonómica. Los diferentes 
Decretos sectoriales establecieron la posibilidad de 
recurrir en alzada los mencionados actos administrativos. 
La resolución de dicho recurso era competencia del 
Hinisterio de Industria y Energia, creando una situación 
peculiar al no existir relación jerárquica entre la 
Comisión Ejecutiva, de composición mixta, y el órgano 
resolutorio de la alzada. La atribución de una potestad 
de control efectuada por una norma de rango reglamentario 
es discutible y de difícil encaje en el sistema de 
articulación de competencias diseñado en la Constitución. 

*— Sent. T.C. 28/1988 (Fg Jo 5Q) . Parece discutible la 
introducción, a través de la jurisprudencia 

j . 
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Se plantea pues la deteramación de la naturaleza y 

extensión del int'orae que necesaríaaente deberá eaitir la 

administración autonómica La L R R y las 

correspondientes disposiciones sectoriales nada aclaran 

Bobr« «ata cuestión- De acuerdo con las competencias 

estatutaríaaente asunidas parece que dicho ínforae deberá 

pronunciarse sobre todos los aspectos que plantee la 

solicitud y el correspondiente prograaa que 

obligatoriamente deberá acompañarla. De foraa concreta 

deberá tratar sobre la adecuación del prograaa 

empresarial a loa objetivos del plan y la idoneidad de 

los beneficios solicitados con las medidas propuestas 

para hacer efectiva la reconversión en el nivel de la 

«apresa en cuestión. 

fcl pronunciamiento c. la Adam istración autonómica 

tiene el carácter de propuesta de resolución a los 

efectos de la resolución defm.tiva que deberá adoptar la 

Administración estatal Pero la intervención autonóaica 

no puede ser igual» no puede tener el eisao alcance que 

si actuase un órgano periférico de la Administración 

estatal» situación que en todo caso deberla reputarse 

inconstitucional. Por lo que en el supuesto de apartarse 

de dicha propuesta el órganc resolutorio deberá motivar 

su pronunciaaiento a*r , 

constitucional, de la institución aleaana de las tareas 
coaunes". Esta figura, introducida en la Ley Fundaaental 
de Bonn (art 91) por una reforaa constitucional, puede 
ser de utilidad para exponer el fenómeno de la 
concurrencia de coapetencias en el diseño y ejecución de 
políticas públicas, sobre tcdo en el aabito econoaico, 
pero tiene actualaente un encaje difícil en nuestro texto 
constitucional. 

*•* Seria de aplicación lo establecido en el art. 43.1. 
c) de la LP.A. en relación a los ínforaes eaitidos por 
órganos consultivos. 
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Al enfocar el tema de la atribución de competencias 

referidas a la potestad de supervisión de la actividad de 

los particulares es preciso, en primer lugar, encuadrar 

esta intervención publica en un concreto título 

competencial. Esta labor de subaunción es la que nos 

pernite posteriormente determinar el alcance y contenido 

de las facultades de las instancias territoriales. 

Este es el canino seguido usuaimente por el Tribunal 

Constitucional cuando se enfrenta a una situación 

conflictiva. En primer lugar se averigua cual es el 

título competencial bajo cuyo manto se cobijan unas 

determinadas actuaciones. Los criteri s empleados, 

fundamentalmente el específico, el objetivo y el 

ideológico, persiguen siempre la misma finalidad, 

determinar el título material predominante y, en 

consecuencia, utilizar los parámetros de éste para 

señalar el ente titular de la competencia controvertida. 

En segundo lugar se precisa el caràcter de la función, 

normat o ejecutiva. El Tribunal Constitucional, de 

forma Jiterada, ha señalado que la potestad de control, 

en su doble vertiente de inspección e imposición de 

sancionas, tiene carácter meramente ejecutivo *"• 

Distinto es el tratamiento del régimen jurídico relativo 

ai ejercicio de estas potestades administrativas.Es 

indudable que esta faceta tiene carácter normativo 

Realizada la tarea de subsuncíón de una actuación en 

un determinado titulo competencial, cuando se trata de 

una facultad inherente a la función ejecutiva y la 

*•• Sents. T.C. 143/1885, de 4 d© octubre; 95/1984, de 18 
de marzo (en ésta se diferencia el seguimiento del 
control); 102/1985, de 4 de octubre; 249/1988, de 20 de 
diciembre; 95/1986, de 10 de julio; 186/1988, de 17 de 
octubre. 

x. 
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Batería en cuestión es coapetencia autonóaica, 

automáticamente la potestad es asignada a la Coaunidad 

Autónoma, ya que COBO regla general en todos los ámbitos 

de coBpetencias atribuidos a la Comunidad, esta asuae la 

función de administrar. 

Pero este criterio, que siaplifica las tareas 

públicas y facilita la relación particulares-

Administración no es el que sigue la L.R.K. Tampoco el 

Tribunal Constitucional optará por la mencionada solución 

clarificadora sino que apelará a la figura de las 'tareas 

comunes" sin extraer las consecuencias de dicha 

calificación de raigambre germánica: la Administración 

mixta 

La L K.H contiene dos referencias a fórmulas de 

control. Por un lado crea la Comisión de Control y 

Seguimiento, y por otro, distribuye facultades de 

inspección y sanción a las diferentes Administraciones 

Públicas. 

Ahora bien, la denominada Comisión de Control y 

Seguimiento, de composición mixta, no ejerce verdaderas 

funciones de control al carecer de competencias para 

adoptar medidas. Su función es, como indica el segundo 

término calificatorio, una función de carácter evaluador 

de la iapieaentación de la política sectorial, asi COBO 

garantizar la transparencia del proceso. Solamente de 

foraa indirecta lo controla. 

La L.R.R. garantiza la participación de las 

Comunidades Autónomas afectadas en la Coaisión de 

Control y Seguiaiento de los diferentes sectores de 

reconversión. Dicha presencia no estaba prevista en el 

R.D.-Ley 8/1983, y por este aotivo fue reputado 

inconstitucional por el Tribunal Constitucional »•• . Los 

*•• Sent. T.C. 29/1986 (Ffl Ja 8Q ) La no previsión de la 
intervención autonóaíca en las Coaisiones de Control y 
SeguiBiento fue aotivo da enaíendas por parte de todos 
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diferentes Decretos sectoriales recogen esta prevision, 

pero no precisan las Comunidades Autónomas que deben 

formar parte del mencionado órgano »•*» . Con lo cual 

dicha concreción queda remitida a una fase posterior, no 

formalizada en términos jurídico« y por lo tanto sujeta a 

negociación política. 

Las autenticas funciones de control se reparten en 

la L.R.K. entre la Administración estatal y la 

autonómica. En relación a la actividad de verificación 

de la conducta empresarial, presentación de informes e 

inspecciones» expresamente se asigna a una y otra sin más 

precisión En cambio, en relación a la consecuente 

imposición de medidas sancionadoras no se indica nada 

Carts 33 y 34). Ni la ley ni los Decretos sectoriales 

que se remiten a la iey, contiene referencia alguna a la 

titularidad de la potestad sancionadora a B 1 . No plantea 

problemas en cambio la titularidad de la potestad de 

revocación de ios beneficios en el supuesto d*» 

incumplimiento ya que esta vinculada a la facultad de 

ios grupos parlamentarlos en la tramitación 
parlamentaria. Vid. la fundamentacion de las mismas en 

liimoü qc ¿eswncAdci Csnirtio ue PiputadQi- Comisión de 
Industria, Obras Públicas y Servicios, i de mayo de 1984. 
Por esto el Dictamen de la Comisión ya recoge la 
presencia de las Comunidades autónomas» B.Q.C.G. Congreso 
de los Diputados. Serie E, na 45, 16 de mayo de 1984. 

amo Constituyen una excepción las dos disposiciones que 
ordenan la reconversión de grupos de empresas: R.D, 
1380/1984 (ITT Esparta) y R.D. 878/1984 (Unión Explosivos 
Rio Tinto). In relación al primero, seguramente la 
concentración territorial de las instalaciones de dicho 
grupo en la Comunidad de Madrid, que no tiene asumidas 
competencias en esta materia, explica la ausencia de 
participación autonómica. En lo que atañe al segundo» el 
motivo no está claro, pues dicho grupo empresarial tiene 
intereses en distintos sectores, algunos incluso 
sometidos también a procesos dé reconversión (como 
fertilizantes) « instalaciones en diferentes Comunidades 
Autónomas con competencias en la materia. Quizás la 
explicación reside en el carácter atipico dé dicha 
reconversión. 

awl Con los problemas que puede plantear él principio de 

¿__ 
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asignación de los aisnos. 

Como ha recordado ei T.C. las operaciones de control 

y vigilancia, incluida la potestad sancionadora, entran 

indiscutiblemente en el orden de la ejecución *•» . Por 

tanto, vuelve a plantearse la cuestión relativa al encaje 

en el orden conpetencial de la L R R . Sobre todo, porque 

COBO henos visto el E.A.C. hace referencia expresa a las 

competencias ejecutivas de la Generalitat en materia de 

planes de reestructuración de sectores industriales. El 

propio E.A.C, precisa el alcance de la función ejecutiva, 

incluyendo la inspección (art. 25.2. ) 2 B a . 

La dualidad prevista en la L R R no parece ser muy 

lógica desde el punto de vista constitucional ni tampoco 

desde una perspectiva funcional, de eficiencia en el 

funcionamiento de los servicios públicos. 

Corolario de las facultades relativas a la 

aprobación de los programas presentados por las enpresas 

y concesión de beneficios es que las operaciones de 

control y vigilancia concernientes al efectivo 

cunplimento de los conpronisos asunidos por los 

beneficiarios de los auxilios econónicos concedidos, en 

la nedida en que son un nodo cualificado del ejercicio de 

las competencias de ejecución, deben llevarse a cabo por 

la Administración autononica a B* . El hecho de que la 

fase de elaboración y formulación du los planes, incluso 

la de integración de las enpresas, se realiza de forma 

2" 2 Vid., por ejemplo, Sents. T.C. 102/1885, de 4 de 
octubre; 95/1886 y 249/1888, de 20 de diciembre. 

ama Sobre el alcance y significado de la función 
ejecutiva de la Generalitat de Cataluña, ARGULLOL, E., 
Introducció al titol primer", en la obra colectiva, 

Conentaris sobre 1 Estatut—d. Autónoma de Catalunya (I). 
Barcelona, 1888, págs. 321 y ss. 

*•* Cf. los expresivos términos utilizados en relación a 
los programas de racionalización de las estructuras 
agrarias, en el Fa Ja 5a. Sent. T.C, 85/1888. 

A 
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conjunta por las diversas instancias no explica la 

adopción de una fórmula COBO la prevista por la L.R.K. en 

relación a la supervisión »••. 0 se respeta la 

conpetencia autonómica, en el sentido que en el 

territorio de la Comunidad Autónoma solamente ésta pueda 

desarrollar las actividades mencionadas o se buscan 

foiuulas de colaboración que permitan algun tipo de 

presencia de la Administración estatal. La utilización 

instrumental de medios materiales y personales de una 

Administración por parte de otra puede facilitar el 

ejercicio de las tareas de inspección» sobre todo cuando 

se requiere una cierta especialización. Los principios de 

dicha colaboración han sido precisados por el T.C. en sus 

rasgos esenciales, aunque es necesaria una 

caracterización mas detallada de los distintos supuestos 

que pueden cobijarse bajo esta referencia *•• La 

duplicidad de control encuentra su fundamento 

constitucional en una visión de las competences que 

atiende no a bloques homogéneos de materias sino a 

d»s> gi x.C fundamenta en la concurrencia de competencias 
la dualidad de potestades administrativas, de forma que 
se obtienen unos resultados un tanto sorprendentes ya que 
ambas Administraciones pueden llevar a cabo idénticas 
funciones", Sent. T.C. 29/1986, (fa Ja 6a 0) 

»•• Sent. T.C. 143/1985, de 24 de octubre Una 
referencia a las distintas modalidades previstas en el 
ordenamiento autonómico en ALBERT1. E., Las relaciones 
de colaboración entre el Estado y las Comunidades 
Auónomas , R.E.D.C .. . 1985, 14, págs. 140 a 144, 
reproducido en AJA, E., TORNOS, J.; FONT, T.. PERULLES, 
J.M. y si autor mencionado, El Míatifia Jurídico de lia 
CQBUlUtl&üOa AütQnaaas. Madrid, 1985, págs. 397 a 4ÜÜ. 
CF. por ejemplo, la dobe dependencia funcional de la 
Inspección de Trabajo. Tiene dentro de sus cometidos 
materias que son competencia del Estado y materias 
competencia de las CC.AA. y significativamente dentro de 
estas últimas la ejecución de la legislación laboral. La 
coincidencia en unos mismos funcionarios de esta doble 
cualidad, con la innegable ventaja de la simplificación, 
a efectos también del administrado, sólo es 
constitucionalmente aceptable en tanto que la dependencia 
jerárquica de la Administración estatal no suponga 
interferencia de la actuación de los Inspectores como 
órganos al servicio y bajo la dependencia funcional de la 
Administración autonómica . (Sent. T.C. 102/1885, de 4 de 
octubre, Fa Jfl la). 

.£_ 
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ámbitos puntuales. Uicha parcialízación de la 

intervención pública, que puede tener alguna coherencia 

en el plano de la regulación normativa» encaja 

difícilmente con lo« principios constitucionales que 

rigen el comportamiento de las Administraciones Públicas. 

Para aprehender el correcto funcionamiento de loa 

poderes públicos es preciso atender a ios criterios 

estructurales de relación entre instancias territoriales. 

De acuerdo con este canon interpretativo las potestades 

inherentes a la función ejecutiva deben entenderse 

asignadas a las CC.AA preferentemente. Solamente cuando 

se trate de una materia atribuida totalmente ai Estado y 

sin conexión con otras, y sobre todo que no tenga 

carácter instrumental en relación a otro ámbito material, 

debe entenderse como competencia estatal a B 7 . 

Una vez fijado el parámetro de referencia, no se 

alcanza a discernir el fundamento de la presencia de la 

mmv gl T.C. ha utilizado, en cam' 10, una línea argumental 
que parte de la delimitación puntual de las competencias. 
De acuerdo con el criterio teleológico utilizado también 
para subsumir una actividad en un determinado titulo 
material, ha indicado que por las disUntas finalidades 
que persignen con el control (de las taquillas), y que 
pueden coexistir prácticamente, pues mientras para el 
Estado se refieren al (Fondo y a la imposición fiscal) 
para la Comunidad Autónoma se dirigen al conocimiento de 
los datos precisos para (la distribución de las 
subvenciones). El cjanlrjLl (de taquilla) e.lcrcidQ yoi el 
Estado, a efectos de gestión unitaria (del Fondo de 
Protección a la Cinematografia), ofl empece ni perndica 
fil AHB Pueda ejercer. también en su propio ámbito 
territorial, la Generalitat a otros efectos (Sent. T.C. 
34Í/1885, de 5 de noviembre). Esta concepción trae 
consigo la posterior búsqueda de mecanismos de 
colaboración para cruzar información, de acuerdo con el 
deber reciproco de información mútua establecido con 
carácter general en el art. 2. L. Procedo Autonómico. El 
T.C. en la Sentencia de 5 de agosto de 1883 (LOAPA) 
entiende que el deber de información reciproco entre la 
Administración del Estado y la Administración de las 
Comunidades Autónomas puede entenderse como una 
consecuencia del principio general de colaboración que 
debe presidir las relaciones entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas". 
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ádainíatración astatai. Sobra todo porque la actividad 

da inapaeeión f la ultarior potastad de revocación da 

banafieioa, así co«o la da íapoaicion de sanciones, no 

tienen carácter discrecional. S# trata del ejercicio da 

potestad«« ragladas» nuy sujatas al ordanaaianto y« por 

tanto, dificilaante pu#d«n ejtrcers« d* forma distints en 

#1 territorio. 

^_ 
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i v . i . yNA cvesTiQtL-^BEyjAL-—JA. PARTICIPACIÓN Pf LAS 

ORGANIZACIONES SHPRESARIALES Y SINDICALES EN EL PROCESO DEI, 

Anteriormente hemos expuesto el procedimiento de 

elaboración de los Decretos sectoriales. Nos interesa señalar 

algunos rasgos del mismo ya que son fundamentales para 

explicar el significado de la relación entre Administración y 

empresas. 

En primer lugar es preciso destacar que la 

participación de las asociaciones representativas de los 

diferentes intereses en presencia se produce en la fase de 

elaboración del plan sectorial y no se reproduce 

posteriormente en la instrumentación normativa del mismo, 

apartándose del trámite de audiencia previsto en el art. 

130.4 L.P.A. La peculiaridad de los Decretos sectoriales, su 

carácter de disposición-medida, asi como la previsión de un 

procedimiento propio en la L.R.R. explican este diferente 

trato, in cambio, es preciso señalar que el significado de la 

participación de las organizaciones empresariales y 

sindicales es el mismo, permite garantizar "el acierto y 

oportunidad" de la disposición mediante la ponderación de los 

intereses en juego. Este conocimiento permite formarse una 

visión de la realidad en la que habrá de operar el producto 
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normativo 1 . Especialmente en este supuesto porgue solamente 

una comprensión de la problemática sectorial que tome en 

consideración los intereses de los diferentes agentes 

sociales puede permitir la adopción de la decisión justa y 

correcta. 

La decisión administrativa debe atender no 

solamente consideraciones de estricta legalidad sino también 

de oportunidad. Esta doble perspectiva se da siempre cuando 

la decisión diene un contenido normativo y es por tanto 

susceptible de sucesivas aplicaciones en el tiempo. Es 

preciso señalar que el criterio de legalidad incorpora el 

principio de no discriminación y en consecuencia debe tomarse 

en consideración la idea de un reparto equitativo de las 

cargas inherentes al proceso de reconversión. 

En segundo lugar debemos señalar que el carácter 

participado del proceso de producción normativa supone la 

existencia de centros de decisión autónomos. Precisamente 

estos sujetos son los que posteriormente ejecutarán el plan, 

entendiendo por ejecución un proceso complejo, sin la 

1 Esta función de la fase de instrucción en BERTI, G: 
InttrprftlliQrif Çgnft Huilona, le., Padova 1987. Este autor 
utiliza el esquema estructural expuesto por SANDULLI, A.M.: 
II procedimento amministratlvo. Milano 1964. Esta obra es 
quizás el trabajo más citado por la doctrina italiana. El 
mismo esquema expositivo eil Manuale d.1 Plritto 
Amministratlvo. Napoli, 1982, paga. 569 y se. Citamos por la 
edición que manejamos. 
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connotación de automat1-idad que tradicionalmente ti «na. 

Anteriormente hemos indicado que el contenido de 

las normas de programación se caracteriza porque la 

prescripción de conductas opera indirectamente f. No se 

limitan las conductas activas sino que se establecen unos 

objetivos y se instrumentan unos medios con la finalidad de 

orientar la actividad de los sujetos. Pero éstos tienen un 

margen de libre determinación, pueden organizar su actividad 

como mejor les convenga para la realización del fin 

propuesto. De esta peculiaridad de las normas de 

planificación se deriva el hecho de que para su plena 

eficacia se requiera la adhesión de los sujetos destinatarios 

3. Estos no son meros recipendiarios pasivos de la regulación 

sino que se requiere su actuación para el desarrollo de la 

ordenación legal. Este consenso previo que posibilitará la 

posterior ejecución será más o menos espontáneo, pero es en 

2 No utilizamos el término directiva, con el que a veces 
se hace referencia a este tipo de normas, por su carácter 
polisémico. Como ha señalado FERNANDEZ RODRIQUEZ, "no hay 
acuerdo sobre su contextura dogmática" dada la diversidad de 
usos y funciones que se le asigna, aunque siempre se utiliza 
referido a la idea de norma que determina objetivos pero deja 
la elección de los medios en manos de otros sujetos, "Los 
Poderes Públicos de ordenación bancària y su eficacia 
preventiva", en Sttydjoa t0_Hom^fiJÜ» •! Profffor jofj Lldl 
Villar Palasi. op. cit. pág. 420, especialmente nota 80. 

• ROeiLANT, E.: Dirtttiva económica e norma aiuridica. 
Torino, 1955. 

_ _ É _ 
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todo caso necesario 

En ter :mr lugar conviene tener presente que los 

sujetos que intervienen en este procedimiento no son las 

empresas sino entidades representativas de intereses más 

amplios. Actúan en esta fase de elaboración del plan 

sectorial las organizaciones empresariales y sindicales que 

representan el conjunto de intereses que confluyen en un 

determinado sector. La adecuada armonización de estos 

interlocutores asi como su protagonismo permite obtener como 

resultado un plan ajustado a las necesidades reales del 

sector. En consecuencia garantiza tanto la viabilidad del 

mismo como un tratamiento no discriminatorio 8. 

* La falta de consenso en la adopcón de determinadas 
ordenaciones sectoriales explica no sólo el incumplimiento o 
retraso en la realización de los objetivos propuestos sino 
que en algunos casos ni siquiera se pondrá en funcionamiento 
el plan de reconversión sectorial. Quizás los casos más 
significativos sean los sectores del calzado y aceros 
comunes. En el primero, el minifundismo empresarial (1800 
empresas) parece la causa explicativa de la falta de 
aplicación de las medidas previstas en el plan. As 1 en el 
LUií^ftlAQCja__jto_-lA_Bl£flQStí^ se 
señala que el desacuerdo de empresarios y sindicatos, junto 
con la falta de dotación presupuestaria no han permitido un 
auténtico plan de reconversión sectorial en el sentido de 
asignación clara y precisa de unos objetivos y dotación de 
medios acorde con los mismos. Asimismo, en relación al sector 
de aceros comunes, se indica en el mismo texto que no existe 
"propiamente dicho un plan", ni se ha conseguido aunar 
voluntades. Vid. U M g _ eimçç „dt _ 1« RfÇQnvfrsiàn 1 
Reindustrialización. Madrid, 1982, págs. 174 y 70 
respesct i vamente. 

i En este sentido en el Libro Blanco de la Reconversión 
y Reindustrialización se señala que un planteamiento 
excesivamente microeconómico, basado solamente en los 
proyectos de reconversión empresarial, y la falta de un 
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En cambio la etapa posterior se instrumentarà 

mediante la colaboración da la« empresas -tomadas ya en su 

consideración Individual- con la Adm1ni atraeIon. 

Horizont« d« competencia internacional» «on loa do« elemento« 
explicativo« del deficiente desarrollo del plan de 
reconversión textil. V1d. Ufrrg pljpçg de la. ««conversión y 
fff1^MStriil1iiçi^p» Madrid, 1§82. págs. 1S6 y 107. 
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V 2. LA INTEGRACIÓNDEIASEMPRESASEMLAORDENACIÓN 

SECIQSláL. 

IV.2.1. jEV_£BeC£ßIMI£l!iIfi. 

Con la promulgación del correspondiente Decreto de 

declaración de ¿ector en reconversión se inicia la fase de 

ejecución de la política de reconversión. El decreto 

sectorial significa una primera concreción de las previsiones 

legales, de acuerdo con los objetivos establecidos en el 

plan, delimita las med-das reguladas en la ley, escogiendo 

cuáles son de aplicación para la reest' jcturación del sector 

en concreto y sobre todo define las características y 

requisitos para su aplicación. Pero es necesaria otra 

operación que concreti ce, que mdi/idualice la» medidas para 

cada una de las empresas del sector. 

La vinculación entre las empresas y el plan 

sectorial instrumentado por Decreto se produce de forma 

voluntaria. La decisión de incorporar una empresa al proceso 

de reconversión puesto en marcha en un determinado sector es 

fruto de la voluntad expresada por los órganos de la empresa, 

es el resultado de la libre decisión empresarial. La 

intervención administrativa en un sevtor en crisis se 

instrumenta mediante el plan y la sujeción al plan de todas 

las ayudas a las empresas, la no inserción en el proceso de 
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reordenación sectorial puede significar en alguno» casos la 

expulsión del mercado, la desaparición de la empresa. Pero en 

todo caso, entrar o no en el proceso de reestructuración es 

fruto de la libre decisión empresarial y de la valoración que 

la empresa haga acerca de las consecuencias de su actuación. 

El procedimiento para acogerse a la reconversión 

está previsto en la L.R.R. y regulado de forma pormenorizada 

en los correspondientes decretos sectoriales 1 

IV.2.1.1. LAJNÖIlaMliL.MjL^5ÄlßlMlEMQ 2 

En la concepción tradicional de la Administración 

como ejecutora de la Ley el centro de atención del sistema de 

Derecho Público lo constituye el acto administrativo '. La 

toma en consideración del procedimiento de formación de la 

1 Como ha señalado Martín Retortillo, S., es imposible 
formalizar las relacionas entre administración econòmica y 
empresas a travos del cauce de la L.P.A., en "Las nuevas 
perspectivas...".op.cit., pág.45 

2. Con este expresivo encabezamiento trata ENTRENA 
CUESTA, R. el procedimiento administrativo, en Curso de 
Derecho Administrativo (I), Madrid, 1986 (9a ed.) pág. 2i9. 

1 En 1903, en el prefacio de la 5 J edición de su "Precis 
de Droit Adminiatratif et de Droit Public General" HAURIOU 
decía que la teoría del acto administrativo era la concepción 
jurídica que habla servido para ordenar el Derecho 
Administrativo. La construcción del Derecho Administrativo 
sobre la categoría del acto se fundamenta en la concepción de 
la Administración como ejecución de la Ley. En torno a esta 
visión GIANNINI Ironiza sobre las "sutilezas" de la doctrina 
para conciliar esta concepción de la Administración con el 
amplio margen de discrecional 1dad reconocido a la 
Administración en el ejercicio de sus poderes, Istituzioni di 
Diritto Ammlnistrativp. Milano, 19S1, pág. 287, nota i. 
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voluntad administrativa se efectua de forma limitada, 

entendiéndose meramente cor*o el aspecto formal del acto 

administrativo •. El procedimiento se contempla en tanto que 

conjunto de actos ordenados para la realización de un fin 9 . 

* En España siguen este criterio GARRIDO FALLA, F.: 
Tratado de Derecho Administrativo, (i), Madrid 1987, (toa 
ed.) págs. 436 y ss. ENTRENA CUESTA, R.: Curso.-. op.cit. 
págs. 269 y ss. Este es también el criterio mayontario en la 
doctrina administrativa francesa, un breve repaso de la más 
significativa nos permitirá ilustrar esta afirmación, 
VEDEL.G.: Djml^áílmiMlÍ£JM£, París, 1961, (2a ed.). Este 
autor no aborda la categoría de acto administrativo como tal 
sino solamente una faceta del mismo, la que se inserta en la 
idea de privilegio de decisión ejecutoria. En '-onsecuencia no 
aparece ninguna referencia al procedimiento, LAUBAOERE, A. 
de: TrjúJ&_àlÈBÉnSAÍrM-J& Qrs±t_MaÍmMÍLÈLÍí. París, 1963, 
(3a ed.). Este autor se refiere brevemente a las "formas" y 
procedimiento de elaboración del acto administrativo, dentro 
de su exposición del régimen jurídico de los actos 
administrativos, vid. págs. 234 y ss. WALINE, M.: Droit 
Administrat if. Paris, 1963, (9a ed.). El maestro de Paris es 
sumamente ilustrativo de la concepción dominante en la 
literatura francesa, la única mención es para señalar, dentro 
del apartado relativo a las nulidades del acto, la 
posibilidad de que existan vicios de forma, vid. págs. 458 y 
ss. RIVERO, J.: Droit Admimstratif. París, 1985, (11a ed.). 
En «sta magnifica síntesis la ornea referencia es la relativa 
al procedimiento de elaboración de la decisión ejecutiva, 
vid. págs. 100 y ss. DEBBASCH.C. :lntílly^lflQf__d#__firalÍ 
Administrat if. Paris, 1986 (2a ed.). En esta obra, de factura 
más reciente se sigue el mismo criterio, solamente aparece 
una breve referencia, al exponer el régimen jurídico de los 
actos administrativos. El fundamento de esta falta de 
tratamiento sustantivo del procedimiento radica seguramente 
en la posición central del acto administrativo. No parece en 
cambio que puede achacarse a la falta de una ley general de 
procedimiento ya que esta última circunstancia se da también 
en Italia y en cambio en esta país la literatura sobre la 
cuestión es importante, con monografías especificas. Aunque 
no todos los autores contemplen el procedimiento como una 
categoría sustantiva s1 que le otorgan entidad propia a 
efectos expositivos. El procedimiento es tratado de forma 
especifica y diferenciada del acto. Una exposición de las 
distintas posturas doctrinales en BERGONZINI, G. : L'attività 

1 Esta falta de identidad del procedimiento se plasma en 
la expresión "acto-procedimiento", acuñado por FORTI, Vid. 
GARRIDO FALLA y ENTRENA CUESTA, ops. cits, o también en 
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El procedimiento se contempla en tantc que conjunto de 

formalidades arbitradas en garantía del particular, con» una 

exigencia del proceso de juridificacíón del quehacer 

admimsti ativo • . 

De forma progresiva se desplaza el centro de 

atención de la IUS publicista, de una visión limitada a la 

forma final y externa del actuar administrativo se pasa a una 

perspectiva procedimental. Se toma en consideración el 

proceso de elaboración de la decisión administrativa 7. El 

tratamiento institucional del procedimiento administrativo 

permite explicar la variedad de intereses ^ j- -r» 

algunas de las posiciones que giran en torno a la idea de 
acto administrativo complejo. Una critica a esta 
heterogeneidad de significados y en concreto a esta 
concepción del acto complejo en ENTRENA CUESTA, R.: "El acto 
administrativo complejo en la esfera local", R,E.V.L 1957, 
95, pigs. 656 y ss. una exposición de la amplia bibliografía 
sobre esta figura y el distinto significado que se atribuye 
en JIMENEZ LUNA, P.A.: "Procedimiento y acto complejo en los 
colegios representativos", R.A.P». 1982, 98, pigs. 127 y ss. 

• En este sentido es ilustrativo el encabezamiento del 
trabajo de ROYO-VILLANOVA: El procedimiento administrativo 
como garantía jurídica", R, E, P., 1949, 48, págs. 55 y ss. 

1 La doctrina austríaca se ocupó en el primer tercio de 
siglo de esta cuestión. Asi, MERKL, A. dedica uno de los 
capítulos de su conocidísima obra, ItfirJA flfntral_djLl_Bt£fCllO 
Administrativo, al procedimiento administrativo, en tanto que 
conjunto de reglas de producción que condiciona la vía 
seguida por los actos administrativos. Traducción castellana, 
México, 1980, págs. 278 y ss. Aunque este autor contempla ci 
procedimiento como un aspecto del Derecho administrativo 
formal, consecuencia de una concepción do la Administración 
de clara matriz kelnesiana. Vid. una referencia a esta última 
en GARCIA DE ENTERRIA, E.: "Principios y modalidades de la 
participación ciudadana en la vida administrativa", en la 
°bra col. Estudios en Homenaje al Profesor José Luis Villar 
Pal as1. op.cit. pág. 438. 
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las distintas secuencias a través de las que se forma el acto 

administrativo e . Pero los intereses que se contemplan son 

generalmente los de lot ciudadanos implicados, de los 

particulares que intervienen en el procedimiento como 

titulares de derechos propios •. 

La creciente complejidad de la vida social, la 

estructura política de carácter pluralista y la asunción de 

nuevas tareas por parte de la Administración comportan 

transformaciones en los modos de operar y de organizarse de 

los poderes públicos !0. El cambio en el contenido de las 

normad, la progresiva disminución de los programas 

condicionados significa un aumento del ámbito de actuación 

administrativa no vinculado. En el modelo racional webenano 

la norma jurídica condicionaba la acción administrativa pues 

incorporaba la premisa de ésta, la Administración se limitaba 

a observar las normas. Pero en el modelo actual de relaciones 

Ley Administración, ésta debe no solamente atender a las 

normas sino cumplir unos fines. Los elementos del quehacer 

administrativo se configuran en virtud de los resultados a 

• GIANNINI, M.S.: Istltuiioni... op. cit. pái. 272. 

» Vid. la exposición de la obra de MERKL en GARCIA DE 
ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: Curso de Derecho 
Administrativo (II), Madrid, 1981, (2a ed.). 

10 GIANNINI es quizás el autor italiano que más ha 
insistido sobre la influencia de la estructura política de 
corte pluralista en las instituciones administrativas. Vid. 
Piritto amreini strativo (I), Milano, 1970, y Premisas 
sociológicas e históricas del Derecho Administrativo, 
traducción castellana, Madrid, 19S0. 

JL 
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alcanzar. El «spado abierto a la decisión de la 

Administración en su organización de la actuación a realizar 

es mayor. 

En consecuencia, la caracterización garantiste del 

procedimiento se complementa con la visión del procedimiento 

en su función organizadora, de articulación en una estructura 

de los distintos intereses colectivos en presencia '' . La 

capacidad organizadora del procedimiento es tanto más 

importante cuanto mayor es el numero de intereses '2. Al 

contemplar la organización a través del procedimiento de 

integración de intereses colectivos heterogéneos se dota de 

sustantividad esta institución. 

Esta perspectiva procedimental permite valorar la 

aportación de los órganos y sujetos -públicos o privados-

diferentes de aquellos a los que se imputa formalmente el 

acto ,J. Se toma en consideración todo el proceso de 

elaboración de la decisión administrativa. 

Procedimiento y acto constituyen entidades 

distintas, si bien el segundo es esencialmente un resultado 

11 La función de organización de intereses cumplida por 
la Administración, en NIQRO, M.: Studi sulla funzione 
prgftnigmriçf df 1 Ti-Pyfrbl iÇM-AW».t.tlÍ.ttr,m,ant. Milano, 1Í66. 

,f QIANNINI, M.S.: IstitUZlom...OP. cit. pág. 273. 

11 MARZONA, N.: Sistema amwtiniatrativo ...» ..araciiii 
economic i. Padova, 1986, pág. 49. 
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jurídico del primero '*. Al no considerar el procedimiento 

sólo desde una perspectiva formal, como cauce limitador del 

poder frente al ciudadano, sino también como articulación de 

intereses, como sede de confrontación, se dota de sustancia 

propia al procedimiento. El procedimiento se caracteriza como 

cauce de negociación y de intercambio de información ,s. Al 

tomar en consideración esta función podemos separar 

nítidamente el resultado final, el acto definitivo, del 

complejo proceso de formación del mismo, Pero el hecho de que 

concurran diferentes voluntades, de que el proceso de 

elaboración tenga carácter contradictorio no convierte el 

acto administrativo resultante en un contrato. 

Ahora bien, es preciso tener presente que a 

diferencia de la función garantizadora, en la que por sus 

propias características los distintos trámites y momentos en 

que intervienen los particulares están rígidamente 

formalizados, en este nuevo significado el encuentro entre 

Administración e intereses es informal, al margen de toda 

regulación legal 1i. En la Exposición de Motivos de la Ley de 

I « BERTI, G. : Ll_^^MilcjL^^iaÍIiJAÍmilfiím COMO 
organizzazione. Padova, 1968, pág. 315 y ss.; "La struttura 
procedimentale de 11"Amministrazione Pubblica", Diritto e 
Società. 19SO, págs. 437 y ss., e Interoretazione 
costituzionale. Padova, 1987. 

II GARCIA HERRERA, M.A.: "Administración e intereses en 
la Comunidad Autónoma del País Vasco", R.V.A.P.. 1987. 19. 
pág. 72. 

1t SUBIRATS, J.: "Notae acerca del Estado, la 
Administración y las políticas pöblicaa", W.E.P.. 1988, 59, 
pág. 177. 
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Procedimiento Administrativo (1958) está latente esta idea: 

"la Ley ha huido de la ordenación rígida y formalista de un 

procedimiento unitario en que se den todas aquellas 

actuaciones, integradas coi»« fases del mismo, y en 

consecuencia, no regula la iniciación, ordenación, 

instrucción y terminación como fases o momentos preceptivos 

de un procedimiento, sino como tipos de actuaciones que 

podrán darse o no en todo caso, segàn la naturaleza y 

exigencias propias del procedimiento de que se trate". Como 

posteriormente veremos al exponer #1 esquema de la L.R.R. 

solamente es preciso conocer cómo empieza, cómo se impulsa la 

actuación administrativa, y cómo finaliza ésta, a quién se le 

imputará la -«solución final. En efecto, lo que si está claro 

es que la Administración ostenta la potestad de fijar la 

síntesis f mal. 

Al introducir en el seno del proceso decisional 

diversos intereses se external iza el mismo. No en el sentido 

tradicional de que se podrá fiscalizar la regularidad del 

mismo, sino en tanto que la intervención de otros sujetos 

aporta transparencia a la toma de decisiones al posibilitar 

el contraste de opiniones, al permitir obtener mayor grado de 

información acerca de la realidad sobre la que se opera. 

En consecuencia, la participación de intereses 

cumple otra de las finalidades del procedimiento: lograr el 

¿__ 
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acierto y eficacia de las resoluciones administrativas ,T. La 

intervención de los particulares es un Instrumento para el 

control del iter seguido por la Administración en su 

formulación '•. Las distintas operaciones realizadas por *os 

diferentes sujetos actúan de presupuesto necesario del acto 

fmal ,f. El acto resolutorio cobra un significado más 

preciso si se inserta en una concatenación de actuaciones. La 

toma en consideración del procedimiento a través del cual se 

desarrolla la acción administrativa permite contemplar el 

quehacer de la Administración desde una perspectiva dinámica20 

y de global i dad y significativamente, cuando el proceso de 

concreción del interés público se produce a través de la 

integración de los distintos intereses en presencia. 

La garantía procedimental no debe contemplarse 

solamente desde el punto de vista patológico, de la reacción 

contra #1 acto administrativo, significa también una nueva 

forma de administrar. Al introducir la discusión, la 

contradicción en el seno de la toma de decisiones de la 

'? Estos objetivos del procedimiento los plasmó la 
Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento 
Administrativo: "La necesaria presencia del Estado en todas 
las esferas de la vida social exige un procedimiento rápido, 
ágil y flexible, que psrmita dar satisfacción a las 
necesidades públicas, sin olvidar las garantías debidas al administrad 

*• BARONE, G.: klintfryfn^Q dfl PrLvfttQ-Ml procedímfntQ 
ammmistrativo. Milano, 1969, págs. 35 y ss. 

,§ SANDULLI, A.M.: II procedímento annul ni strati vo. 
Milan, 1959 y Manuale di PiHtto ammlnistrativo. op.cit. 
págs.571 y ss. 

20 SANDULLI, A.M., II procedímento...OP.eit. pág. 36. 
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Administración se garantí la la eficacia y el buen 

funcionamiento de la misma ''. Esta forma de tomar en 

consideración todos los datos que aportan los diferentes 

sujetos permite un mejor conocimiento de la realidad y en 

consecuencia opera no solamente como garantía de 

imparcialidad sino también de una correcta ejecución» 

La idea de acierto y eficacia de la decisión 

administrativa es tanto más relevante cuando lo que se ha 

prescrito a la Administración es un resultado, con 

independencia de la conducta realizada para la obtención del 

mismo. La importancia del cauce de adopción de decisiones es 

tanto más notoria cuanto mayor sea el contenido discrecional 

de la decisión y cuanto más plurales sean los interesados 2Í. 

Esta función del procedimiento explica la 

relevancia constitucional del proceso de toma de decisiones 

de la Administración y la expresa referencia a la 

participación de los ciudadanos (Art. 105 C.C.). La 

virtualidad constitucional del principio Je participación de 

los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de los 

actos administrativos debe aprehenderse en el contexto de los 

principios estructurales y funcionales que determinan la 

posición constitucional de la Administración Pública. Aal el 

art. 103 permite modular y delimitar el alcance y significado 

21 BARONE, Q.: op. cit. pàg. 63 y ss. 

** GIANNINI, M.S.: Inatituzloni,..op.cit. pág. 273. 



444 

de la participación funcional " . Los principios de 

objetividad e imparcialidad operan como parámetros de 

valoración jurídica de toda la acción administrativa y muy 

especialmente respecto a las actuaciones no reguladas por la 

ley. Pero, al mismo tiempo, son el fundamento de un conjunto 

de técnicas que permiten la realización efectiva de tales 

principios. Es en este sentido que la funcionalidad del 

procedimiento despliega su eficacia. La regulación del 

comportamiento de la Administración debe tender a asegurar no 

solamente el correcto uso de las potestades administrativas 

sino también la ponderación de todos los intereses sobre los 

que éstas inciden 2«. 

Los principios rectores de la organización 

administrativa, señaladamente los de objetividad y eficacia 

tienen una doble virtualidad; operan como reglas 

estructuradoras de la organización y como directivas de la 

actuación, prescriben el contenido de lo actuado. 

2i MARTIN RETORTILLO, L. ha señalado los principios 
constitucionales que sirven de orientación y limite a la 
participación: el principio de legalidad, el carácter 
servicial de la Administración y el principio ds eficacia. 
Vid. "la participación en la Administración publica: 
principios y limites**, en la obra colectiva La Participación. 
Lleida, 1987, pegs. 99 y ss. 

24 BERTI ha señalado que la organización responde a la 
exigencia de objetivizar la actividad y los intereses, o sea 
a la funcional izacion de la actividad. Funcional en el 
sentido de que la organización persigue unos intereses que le 
vienen asignados desde fuera. Inf rpref zione... op.cit. 
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IV.2 .1 .2 . 5M_ümaU£IJffiA-£ïL]A_B£CQMYB^^ 

Expuesto ©I significado del procedimiento en la 

adopción d« las decisiones de la Administración señalaremos 

como los rasgos carácter izadores aparecen en el esquema 

diseñado por la L.R.R. ' 

1 Exponemos el sistema de la L.R.R. indicando las 
diferencias con el régimen previsto en la Ley 21/1982 cuando 
éstas sean relevantes. Pero es preciso tener presente que el 
sistema L.R.R. solamente se aplica Integramente a las 
empresas de sectores declarados en reconversión al amparo de 
esta disposición legal. Rara las empresas pertenecientes a 
sectores con planes de reconversión aprobado con 
anterioridad, la Disposición transitoria primera prevé su 
incorporación a i* ordenación sectorial áiempre y cuando lo 
soliciten dentro de los limites temrorales previstos en el 
correspondiente plan y no haya sido aprobado un nuevo plan. 
Como es el supuesto del sector de conutrucción naval. Pero 
quizás lo más destacable es la posibilidad de que la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos autorice la 
aplicación de las nuevas medidas previstas en la L.R.R. a 
empresas con programas ya aprobados. En este caso las 
empresas deberán cumplir las nuevas condiciones establecidas 
por la comisión. Como puede fácilmente apreciarse la posición 
de estas empresas en la ordenación sectorial es un tanto 
atípica ya que pueden disfrutar de ayudas distintas de las 
otras empresas del sector. Esto puede significar una ventaja 
ya que el abanico de beneficios es más amplio en la última 
regulación de la reconversión y por tanto puede comportar una 
posible discriminación en relación a las otras empresas del 
sector, una alteración de 1as realas de juego del proceso de 
ordenación ©ectorial. En contrapartida", la posición de 
estas empresas en su relación con la Administración está 
sometida a una mayor imprevisión. Las condiciones que la 
Comisión Delegada puede imponer para otorgar beneficios no 
previstos en el plan pueden no estar tampoco previstas en el 
mismo, dada la correlación entre beneficios y conductas a 
realizar por las eupresas. La misma situación se ha 
reproducido con ocasión de la prórroga de la L.R.R. por la 
Ley 21/1986. En este caso es preciso señalar la intervención 
de una nueva instancia. La Comunidad Económica Europea deberá 
declarar la compatibilidad con el tratado C.E.E. de las 
nuevas ayudas. 
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2.1.2.1..INICIATIVA * 

2 Al referirnos al procedimiento de integración de las 
empresas en la ordenación sectorial de la reconversión no 
hacemos distinciones entre las empresas de capital público o 
mayor i tari amenté público ya que en principio desde una 
perspectiva formal, la L.R.R. no ha distinguido según la 
naturaleza de los titulares del capital. Ahora bien, es 
evidente que en otro tipo de erfoque la distinción es 
relevante porque el tipo de ayudas concedidas y sobre todo la 
instrumentación de las mismas ha sido distinto. Pero lo más 
significativo es el proceso de toma de decisiones en el seno 
de la empresa ya que la forma de designación de los órganos 
de las empresas públicas obliga a relativizar el elemento 
"voluntariedad" en relación a la decisión de integrarse. Un 
ejemplo paradigmático lo constituye seguramente el subsector 
de grandes astilleros, dentro de1 sector de construcción 
naval. El Director de la División naval del INI reúne en su 
persona la Presidencia de ASTANO y Astilleros Españoles, S.A. 
Las dos únicas empresas del subsector pertenecen al I.N.I., 
aunque esta última tiene instalaciones en diferentes 
localidades, y estas son de diferente tamaño. Por esto en el 
R.D. 1271/1984 (construcción naval) se hace una referencia 
especial en relación e las ayudas de carácter financiero, a 
las empresas públicas. 
Art. 12.3. Cuando las empresas públicas no pudiesen 
realizarse en el periodo deseable el Estado se hará cargo del 
coste financiero imputable a la carencia de fondos propios, 
de acuerdo con los planes acordados. 

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 
anterior, el Estado no asumirá, con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado, las pérdidas originadas con 
posterioridad a la aprobación de los programas de 
reconversión de las empresas públicas. Los planes de 
capitalización de estas empresas sólo podrán contemplar 
reposición de pérdidas producidas como consecuencia de 
actuaciones anteriores a dicho momento, reposición que sólo 
tendrá lugar en los ejercicios de 1984, 1985 y 1986." 
Vid. Debate en el Pleno del Congreso, de 30 de octubre de 
1984, de la interpelación urgente del grupo popular sobre 
redimensionamiento del sector naval, Diario de Sesiones del 
Congreso, núm. 160; Debate en el Pleno del Congreso, de 14 de 
noviembre de 1984, de la interpelación urgente del P.N.V. 
sobre el plan de reconversión del sector naval, Diario de 
Sesiones del Congreso, núm. 165; Debate en el Pleno del 
Congreso, 19 de diciembre de 1984, de la moción, consecuencia 
de la interpelación. Diario d« Sesiones del Congreso, núm. 
176; el texto de la interpelación y de la moción en B.O. 
Congreso. Serie D, núm«. 62 y 69, 19 de noviembre y 27 de 
diciembre de 1984. 
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El procedimiento se pone en funcionamiento a 

instancia de las empresas de los sectores declarados en 

reconversión • , La solicitud de incorporación al plan se 

presenta por la empresa ante el Ministerio de Industria y 

Energía * o ante el correspondiente departamento de la 

Administración autonómica cuando la Comunidad Autónoma haya 

asumido competencias en materia de desarrollo y ejecución de 

los planes de reconversión (art. 5 L.R.R.). 

Desde el punto de vista del sujeto receptor 

solamente es preciso señalar que en el supuesto d© que una 

empresa tenga instalaciones productivas en diferentes 

Comunidades Autónomas la solicitud deberá presentarse ante la 

Administración autonómica del lugar donde radique la sede 

social '. 

3 Como Salas ya señaló en relación a la acción 
concertada, la voluntariedad puede ser meramente "formal", ya 
que para muchas empresas puede ser el único medio de 
subsistir, vid. "El crédito oficial en el régimen de acción 
concertada del I plan de desarrollo económico ••pañol", y "El 
régimen de acción concertada", R..A....P. , 1968, 56, pág. 43?. 

* El R.D. 395/1985 (fertilizantes) precisa que la 
solicitud se instrumentará mediante "instancia" dirigida al 
Oí rector General de Industrias Químicas, de la Construcción y 
Farmacéuticas, en los Servicios Centrales de Industria y 
Energía o a través de cualquiera de las vías previstaj en la 
Ley de Procedimiento Administrativo (art. 9.1). El contenido 
de la instancia en el art. 69.1 de la L.P.A. y las diferentes 
vías para la presentación de instancias en el art. 66 L.P.A. 

5 La determinación del domicilio social como punto de 
conexión para la asignación de competencias es problemático. 
El propio T.C. ha recordado que los Estatutos de Autonomía no 
utilizan este criterio y en consecuencia no lo ha considerado 
aceptable como norma de asignación de competencias de 
disciplina, inspección y sanción. Pero al mismo tiempo ha 
puesto de relieve que algün juego d«b« tener al señalar que 
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La cuestión a« plant«a dead« la otra vertiente, 

quien es el sujeto legitimado para presentar esta solicitud. 

Como hemos indicado anteriormente el vocablo empresa tiene en 

el mundo jurídico un significado polivalente. En este caso 

parece que se trata de la empresa como organización y en 

consecuencia el sujeto legitimado es la persona jurídica con 

independencia de la forma concreta adoptada. Aunque 

seguramente si atendemos a la realidad organizativa de las 

empresas de nuestro pa's, la fórmula jurídica será la 

Sociedad Anónima •. Por tanto el, paso siguiente es averiguar 

las leyes autonómicas cuestionadas se referían exclusivamente 
a materias propias del estatuto personal. (Sent. T.c. 
49/1988, 22 de marzo. Cajas de Ahorro). La determinación de 
la Administración ante la cual debe presentarse la solicitud 
es relevante ya que indica la instancia que deberá 
posteriormente emitir #1 inform«. 

8 Nada impide Que sean otros tipos societarios pero la 
propia L.R.R. tiene presente la configuración formal de la 
mayoría de empresas. Las ánicas disposiciones de caràcter 
societario están referidas a sociedades anónimas. El art. 10 
L.R.R. dispone que "en el caso de ampliación de capital de 
sociedades qu« coticen en Bolsa las nuevas acciones emitidas 
por las Sociedades en reconversión podrán tener un valor 
nominal inferior a las emitidas con anterioridad. Las nuevas 
acciones gozarán de derechos políticos y económicos iguales, 
en términos absolutos, a las acciones antiguas de máximo 
valor nominal. Los accionistas tendrán en todo caso, derecho 
preferente a la suscripción de estas acciones". El otro punto 
en «i que la L.R.R. modifica la Ley de Sociedades Anónimas es 
el de la fusión de sociedades, La regulación especial del 
art. 13 señala que "en los casos de fusión de sociedades 
acogidas a planes de reconversión, solamente gozarán de 
derecho de separación los accionistas disidentes. Este 
derecho habrá de ejercitarse en el plazo de un mes, a contar 
desde la fecha de la última publicación del acuerdo de 
fusión. Los accionistas que se separen de la sociedad 
obtendrán el reembolso de sue aciones al precio de 
cotización media del último año. Si las accione« no tienen 
cotización oficial en SoIsa, se subastarán por la sociedad, 
con admisión de licitadores extraños, por cuenta y riesgo del 
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si la L.R.R. contiene alguna especialidad en orden a la 

formación de voluntad en el seno de la empresa . En cuanto a 

los órganos societarios nada se indica, deberemos atender al 

régimen ordinario de la L. Sociedades Anónimas 7. 

En cambio, como obviamente la estrategia de 

reconversión requiere una actuación sobre las causas que han 

llevado la empresa al declive y entre éstas se encuentra 

generalmente el exceso de plantilla, la L.R.R. señala que 

previa la presentación de la solicitud deberá recabarse la 

socio disidente, debiendo ser adquiridas por la sociedad al 
tipo de salida en el supuesto de que no se formule ninguna 
oferta. Los acreedores de las sociedades a fusionar que 
hubieren sido debidamente citados para que intervengan en la 
formación del balance final no tendrán derecho a oponerse a 
la fusión, pero conservarán su preferencia sobre los bienes 
que fueron de la respectiva sociedad deudora y, además, la 
sociedad resultante responderá del cumplimiento con todos los 
demás bienes de su total patrimonio. La citación de los 
acreedores deberá hacerse, bien personalmente, bien en los 
anuncios de 'usión. En el balance se contendrá descripción 
suficiente de los bienes de cada sociedad y, de tratarse de 
bienes fungibles, se precisará en él la calidad y cantidad de 
los mismos. 

Una exposición de las diferencias en relación a la 
legislación mercantil ordinaria en OTERO LASTRES, J.M.: 
"Aspectos societarios de la Ley de Reconversión industrial", 
BJli-BunCTiQ X Bursafrti, 1986, 22, págs. 237 y 68. 

7 El panorama de los dos grupos de empresas podría 
parecer distinto en tanto el propio Decreto de declaración de 
la reconversión constituye el programa del grupo empresarial 
/ por tanto podría entenderse que no es necesario una 
posterior especificación a nivel de emp-esa. Esta carea se 
dejarla en manos de la empresa matriz o holding. En cambio 
los R.D. 1.380/1.984 (grupo ITT) y 876/1984 (Unión Explosivos 
Rio Tinto), requieren para la incorporación al plan la previa 
solicitud de las empresas (arts. 4 y 4 respectivamente). Rara 
la problemática que plantea el acogimiento de los grupos de 
empresas a los planes de reconversión, vid. CAMPS RUI'., L.M. 
Ll problemática .Jurídico laboral de los grupos de sociedades. 
Madrid 1986, págs. 103 y ss. 
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opinión de los representantes de los trabajadores acerca de 

la idoneidad de las medidas de caràcter laboral. No se 

requiere un acuerdo previo a la solicitud sino meramente el 

informe del Comité de Empresa o delegados de personal y en su 

caso de los delegados sindicales reconocidos en la empresa 

(art. 10.2. L.R.R.) •. Es preciso señalar que a diferencia 

del procedimiento diseñado en el Estatuto de los Trabajadores 

no se procura al acuerdo sobre las medidas laborales exigidas 

para la reestructuración empresarial •. 

Como tampoco se ha previsto la posibilidad de que sean 

los representantes de los trabajadores los que soliciten la 

incorporación de la empresa a la ordenación sectorial t0. 

• La L.R.R. no establece el carácter preceptivo de dicho 
informe pero a tenor de las características y de la 
funcionalidad del mismo en relación a la ejecución del 
programa de reconversión a la empresa parece que con carácter 
general deberla tener la naturaleza de preceptivo. Asi lo ha 
entendido el R.D. 295/1985 (fertilizantes). Aunque a 
continuación se indica que el informe deberá ser emitido en 
el plazo máximo de treinta días naturales contados a partir 
del momento en que el empresario haya hecho entrega a los 
representantes legales de los trabajadores de la 
documentación relativa al programa de reconversión. 
Transcurrido dicho plazo se entenderá cumplido este requisito 
(ari. 9.3.). 

• MONEREO PEREZ, J.L.: lli rfÇonVfrsipnes inflwftrill.ft 
ML-ftJ gfrfÇho del Tribfjp, Granada 1988, pág. 92. El art. 
51.3. E.T. señala que el empresario estará obligado a abrir 
un periodo de treinta días naturales de discusión y consultas 
con los representantes legales de los trabajadores, a lot que 
facilitará la información y documentación acreditativa del 
expediente de extinción de las relaciones de trabajo, 
pud1endo éstos constituirse como Interesado» en la totalidad 
de la tramitación del mismo. 

10 Vid. en cambio, el art. 51.2. E.T. 
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Pero estos están legitimados para presentar la solicitud de 

incorporación al plan de acuerdo con la L.P.A. (art. 87 en 

relación al 23.a). Lo que sucede es que el status de 

interesados tiene en este campo una operatividad muy limitada 

ya que difícilmente el contenido de la solicitud puede 

responder a la idea de programa exigida en la L.R.R, Art. 

8.1). La solicitud de los trabajadores puede funcionar fn el 

plano fact ico como desencadenante del proceso, como 

activador, provocando la reacción de otras partes 

interesadas, como los accionistas no implicados directamente 

en la gestión de la empresa, o la de la propia Administración 

Como na puesto de relieve QIANNINI desde un punto 

de vista funcional, el significado de la iniciativa es el de 

introducir el interés principal y eventualmente los intereses 

secundarios. De ello se deriva la relevancia del contenido de 

la petición: permite determinar el interés/intereses en 

presencia 'f. 

11 En una reciente valoración del proceso de 
reconversión industrial, uno de sus actores ha señalado que 
el papel de la Administración Ha tenido a veces un carácter 
informal impulsando procesos de concentración empresarial, 
fomentando la concertación entre empresarios y sindicatos. 
Vid. ORTUN, P.: "Las ayudas e intervenciones publicas en los 
procesos de reconversión industrial", E.I. 1988, 52i, pág. 
105. La prensa Ha recogido también la importancia de la 
intervención de la Administración en la búsqueda de socios 
que aportasen capital o tecnología. 

' * Istitituíioni... op. clt. pág. 274. 
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La solicitud de las empresas deberá Ir 

necesariamente acompañada de la documentación exigida 

legalmente, el elemento más importante de la cual lo 

constituye el programa que deberá determinar y concretar en 

el ámbito empresarial el cumplimiento de las condiciones 

establecidas en el plan y reguladas en el R. Decreto 

Sectorial. Aunque la ley no lo exige de forma general parece 

también necesario precisar los beneficios del plan que 

solicita y en qué cuantía. Este es en concreto el contenido 

de la solicitud, lo que pide la empresa y sobre lo que habrá 

de pronunciarse la Administración. El programa es solamente 

la forma de fundamentar la petición, la justificación de la 

racionalidad de lo pedido. 

Junto al programa deberá presentarse un conjunto de 

documentos exigidos en las correspondientes disposiciones 

sectoriales que permiten tener más información sobre la 

situación de la empresa y sus perspectivas. Este conocimiento 

es necesario para el otorgamiento de las ayudas solicitadas 

asi como para el posterior seguimiento del cumplimiento de 

los compromisos adquiridos. Los elementos más característicos 

y que se reiteran en la mayoría de decretos son los 

siguientes: a) datos de mercado, situación económica y 

financiera, estructura productiva, personal, rendimientos y 

productividad de la empresa; b) precisión de las medidas que 

supongan modificación, suspensión o extinción del contrato de 

trabajo o determinen la movilidad geográfica y funcional del 
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personal, con indicación expresa del personal afectado; c) 

evolución prevista de la empresa desde el acogimiento hasta 

el fin del plan de reconversión, con información similar para 

cada año a la señalada en el apartado a); (i) compromiso de 

cumplir lo pactado entre las centrales Sindicales y la 

Asociación Patronal en el plan de reconversión; e) compromiso 

de achatarrar la maquinaria, exportar o inutilizar las 

instalaciones cue causen baja ,s. 

El í?m perseguido con esta disposición es aportar 

al expediente todos aquellos datos que permitan más tarde al 

órgano administrativo competente pronunciarse, con 

conocimiento de causa, sobre la idoneidad del programa 

presentado por la empresa y la necesidad de las ayudas 

solicitada? para llevar adelante las actuaciones oportunas. 

El alcance, tipo y contenido concreto de las ayudas 

dependerá de la situac.jn individual de la empresa. _a 

Administración debe decidir caso por caso atendiendo a la 

singularidad de la marcha de la empresa solicitante. Esta es 

la realidad, los hechos que determinarán la resolución de la 

Administración; el fundamento de la decisión. 

Las empresas deberán reunir los requisitos acogidos 

11 Vid. R.D. 2SS/1985 (fertilizantes) y R.D. 178S/1982 
(Forja Pesada por estampación) o la relación detallada del 
contenido del programa del R.D. 917/1ÍS2 (aceros comunes), 
art. 10.2. 
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en los decretos sectoriales que reiteran obligaciones 

establecidas en otras disposiciones: inscripción en el censo 

fiscal y registros dependientes del Ministerio de Industria, 

estar legalment® al corriente de pago de las cuotas de la 

Seguridad Social en unas determinadas fechas. Recordemos que 

el aplazamiento de las deudas tributarias y de la Seguridad 

Social constituye uno de los posibles beneficios '*. 

2.1.2.2. QESABHQUQ. 

La función de esta fase del procedimiento es la de 

verificar el presupuesto de la resolución administrativa» 

determinar y valorar los intereses en presencia. Situados en 

esta perspectiva es preciso detenerse en dos cuestiones. En 

primer lugar, precisar cuales son las partes procedímentales 

necesarias y/o eventuales, que centros de interés deb«n ser 

llamados a participar. En segundo lugar, cuales son los actos 

de la instrucción necesarios, aunque tenemos muy presente que 

esta es la fase más informal. 

En relación al primer aspecto debemos recordar que 

la voluntad de la Administración, que se plasmará en una 

decisión final de carácter unilateral, se conformará con los 

14 R.D. 769/1982 (componentes electrónicos), R.D. 
1788/1982 (Forja pesada por estampación), R.D. ¡¿010/1981 
(textil). En algunos supuestos como condición previa a la 
presentación de los programas empresariales se exige la 
redacción de un plan subsectorial, Vid. R.D. 2010/1981 
(textil), art. 6.3. y R.D. 1271/1984 (construcción naval), 
art. 8. 
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datos que la suministran las partas y deberá atender y 

ponderar los diferentes intereses en presencia. 

La L.R.R. no indica nada en cuanto a la 

participación funcional. La intervención como partas en el 

procedimiento de los distintos colectivos de intereses no 

está expresamente prevista " . Si atendemos al concepto de 

interesados utilizado por la L.P.A. vemos que se encuentran 

en la posición da titularas de intereses legítimos distintos 

individuos. Pero la L.P.A» tiene una tónica excesivamente 

individualista '•, puesto que el interés legitimador debe ser 

personal. directo y legitimo ,T. Como NIETO ha señalado es 

preciso tomar en consideración los intereses colectivos que 

aunque tengan una vertiente individual sólo tienen verdadero 

sentido desde su perspectiva colectiva '•. 

,s Nótese que nos referimos al resto de grupos 
interesados distinto del que lo puso en marcha. 

'• GARCIA DE ENTERRIA, É. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: 
Curso... (II) op. cit. pág. 403. 

,? La interpretación jurisprudencial ha ampliado 
notablemente el significado de la fórmula utilizada en el 
art. 23 c. L.P.A. Esta evolución se ha visto reforzada con la 
entrada en vigor de la Constitución por el juego del art. 
24.1. y loe principios rectores de la política social y 
económica y posteriormente por la especifica referencia a los 
intereses colectivos efectuada en el art. 7.3. de la L.O. 
Poder Judicial. Un análisis de la evolución jurisprudencial, 
previa la Constitución, en ORTEGA ALVAREZ, L..* "La 
inmetíiatividad del interés directo en la legimitación 
contencioso-administrativo*. R.A.P. 1977, 82, páge. 211 y ss. 

11 "La vocación del Derecho Administrativo de nuestro 
tiempo", R.A.P. 197S, 76, pág. 13. 
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En nuestro caso no tiene ningún sentido la 

participación a titulo individual de los trabajadores, 

proveedores, acreedores... La estrategia de reconversión de 

la empresa solamente puede ser eficiente si se fundamenta en 

la negociación con los distintos agentes implicados. Lo que 

sucede es que estr negociación no •• integra en el 

procedimiento, no se inserta en el cauce de formación de la 

voluntad administrativa. La negociación se desarrolla al 

margen, y en parte, de forma previa, a la presentación de la 

solicitud de integración en el proceso de reconversión 

sectorial. Como hemos indicado la Administración facilita el 

encuentro, posibilita los distintos acuerdos que permiten la 

adopción de un programa. Pero no cabe olvidar tampoco que la 

presentación de la solicitud puede actuar como desencadenante 

del proceso y que en la dinámica generada la Administración 

puede desarrollar un importante papel ya que ostenta la 

potestad de aprobar el programa empresarial y las 

subsiguientes ayudas para la realización del mismo. Por 

tanto esta posición de la Administración le atribuye una 

función arbitral, de conciliación de intereses. 

La posición de la Administra.ion en la ordenación 

sectorial, el carácter unilateral e imperativo de su decisión 

final no es óbice para que el proceso de formación de la 

decisión administrativa tenga una impronta convencional '•. 

1t PUQLIESE, F.P.: "II procedimiento ammini strativo tra 
autor,tá e contrattailone", ñ. Trim. P.P. 1971, 4, pág«. 14§9 
y ss. y SASSOLS, M: "Sobre lo« principio« originario« del 
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La negociación se desarrolla con independencia de las 

previsiones Tagala«. Si no hay acuerdo» no solamente antra la 

Administración y la empresa, tino entra ésta y los demás 

agentes económicos, difícilmente podrán ejecutarse las 

previsiones del programa. El interés de todas las partes 

implicadas es adoptar una solución "pactada", que posibilite 

la posterior aplicación de las medidas diseñadas. El interés 

mutuo en la ejecución facilita el consenso en la adopción de 

la estrategia a seguir. 

Con todo, es preciso tener presente que la realidad 

de los distintos sectores es muy diversa. En consecuencia, la 

actuación de la Administración en esta fase será también 

distinta. En sectores con pocas empresas el proceso de 

adopción de la decisión final tiene unos rasgos 

convencionales más acentuadas que en los de mini fundismo 

empresarial t0. 

No podemos terminar el tema de la participación 

procedimental sin referirnos a la participación orgánica 21. 

En efecto, las organizaciones empresariales y sindicales 

derecho administrativo y su evolución", Doc. Jur. 1978, 86, 
págs. 277 y ss. 

20 Un fenómeno similar se puede apreciar en la 
ordenación de precios privados, TORNOS, J.; "La ordenación 
administrativa de los precios privados", R.A.P. 1S78, 86, 277 
y ss. 

2' El tema de la participación orgánica o funcional en 
GARCÍA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: 
Curso...OD. cit. 76 y ss. 
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•stàn representadas en la Comisión da Control y Seguimiento 

(art. 6.I.L.R.R.). Lo qua sucada aa qua la rapraaantación da 

astos colectivos en asta Instancia tiana un carácter más 

amtlio. 

No están presantes los representantes de los 

trabajadores de las empresas que pretendan integrarse en la 

ordenación sectorial, sino las organizaciones sindicales que, 

habiendo expresado su acuerdo al plan, sean representativas 

11, Lo mismo ocurre en relación a las empresas de la 

competencia *'. El interés de éstas se diluye en la 

representación de la organ nación empresarial del sector. 

Los sujetos interesados se integran en las 

organ ilaciones que intervienen en el procedimiento a través 

de su inclusión en órganos consultivos que deben intervenir 

22 La definición del carácter de "representativas" en 
los arts. 6 y 7 Ley Orgánica 11/1985, de Libertad Sindical. 

ft La legitimación por interés competitivo o comercial 
ha sido reconocida por la jurisprudencia en nuestro pafs. 
Vid. bent. T.S. da 2S de abril da 1974 y un comentario de la 
misma en TOLEDO, J.: "El interés competitivo, comercial o 
industrial como determinante de legitimación activa", 
R.E.D.A.. 1Í7S, 5, paga. 274 y 86. Sant. TS de S de febrero 
de 1971 en la que se resuelve una impugnación relativa a una 
disposición sobre ayudas para la comercial izadón por las 
empresas s1derórg1cae de sus propios productos. Un comentario 
de esta sentencia en FERNANDEZ FARRERES» Q.: "Interéa 
competitivo, comercial o Industrial a Impugnación directa de 
disposiciones de carácter general", R.E.D.A, 1S7S, 22, págs. 
467 y ss. 
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necesariamente en el procedimiento f*. El aspecto 

organizativo cobra especial relevancia al poderse determinar 

a través del mismo una modulación de la decisión de la 

Administración *s. Significativamente cuando esta decisión 

afecta a un conjunto de interese« y a la posición de la 

empresa en el mercado. 

En relación a los actos de la instrucción, la 

L.R.R. se refiere única y exclusivamente a la necesidad de 

dos informes. Estos deberán ser emitidos por instancias 

representativas de intereses colectivos un poco distintos. 

Asi, si la solicitud de incorporación al plan se ha 

presentado ante la Administración autonómica, ésta tramitarà 

el expediente y emitirá un informe sobre la solicitud 

presentada (Art. 5.2.). Anteriormente nos hemos referido al 

significado de las competencias autonómicas y ahora solamente 

queremos recordar que la intervención de esta Administración 

es a titulo de servidora del interés general de una 

determinada comunidad. No es portadora de intereses 

particulares o locales. No se trata de intereses colectivos, 

sino del interés público que objetivamente realiza la 

Administración Pública (art. 103 C E . ) . 

14 El papel de los órganos consultivos en GARCIA DE 
ENTERRIA, E.: "Estructura orgánica y Administración 
consultiva", en U A#J»inif»riçlófi tfpftWplt, Madrid, 1964, (2a 
ed i c i ón). 

*• TORNOS, Q.: Régimen Jurídico de la intervención... 
op. cit. pág. 194 y se. 
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PI «Kp«diente se remitirá al Ministerio de 

Industria y Energía a efectos de su aprobación conjunta por 

los Ministerios de Industria y Energía, Economía y Hacienda, 

Trabajo y Seguridad Social. Previa la adopción de la 

resolución, deberá remitirse la documentación a la Comisión 

de Control y Seguimiento, que deberá informar preceptivamente 

(art. 5.2.). En el seno de este órgano están presentes las 

Administraciones estatal y autonómica. Se trata de un órgano 

de composición mixta *• . 

Vemos como la organización cumple en este caso una 

función que también desarrolla el procedimiento, la selección 

e integración de intereses l7. Pero para valorar debidamente 

esta función es preciso tener presente el tipo de actuación 

que realiza la Comisión de Control y Seguimiento. Se trata de 

una intervención de carácter consultivo y no decisorio. La 

titularidad del poder decisorio queda exclusivamente en manos 

de la Administración *•. 

2i Para el tema de los órganos colegiados de 
participación de intereses es muy interesante el trabajo de 
CAMMELLI, M.: L*mpinistrjgiofif pfr çoJliflí, Bologna, 1980 y 
del mismo autor, "Amminietrazione e interesi organizzati 
nell'ordinamento italiano: gli organi della participazione*, 
en la obra colectiva, La participación. Lleida, 1987. 

2T
 NIGRO, M. s^udi «vila fymiQnt oxgt,ptmtEifia_dtn* 

pubblica amministrazione. Milano, <966; BERTI, Q; La pubblica 
amministrazione come oraanizzazione. Padova 1968 y 
Interpretation* CostHujigfiilf. Psdova, 1987. 

2i Una exposición de las distintas funciones realizadas 
por los órganos de participación de intereses en la Comunidad 
Autónoma Vasca en GARCIA HERRERA, M.A.:"Administración..." 



461 

Pn principio la l.R.R. no indica ninguna otra 

operación relativa a la instrucción o preparación de la 

decisión administrativa. Pero en los Decretos Sectoriales 

puede señalarse algún trámite suplementario» acorde con las 

características del proceso de reconversión en el sector. Asi 

el R.D, 295/19S5 (fertilizantes) establece que una de las 

facultades de la Sociedad de Reconversión es la de estudiar e 

informar a la Comisión de Control y Seguimiento acerca de las 

solicitudes de acogimiento al plan (art. I2.2.e). 

Como la función de la instrucción en el seno del 

procedimiento es permitir el conocimiento, averiguar los 

supuestos de hecho que han de permitir la resolución, es 

importante la obtención de datos, de pareceres técnicos y en 

este sentido la consulta a un órgano alejado de la gestión 

permite racionalizar técnicamente la decisión í§. Sobre 

todo, porqué los elementos de juicio aportados por el órgano 

consultivo condicionan la discrecionalidad del órgano 

dec i sor. Este estará obligado a motivar su decisión si se 

separa del contenido del dictamen (art. 43.1.C. L.P.A.). El 

papel de la motivación en un posterior control de legalidad, 

op. cit. pág. 86 y ss. Sobre la distinta naturaleza jurídica 
de los órganos mixtos segón sean consultivos o decisorios, 
vid. TORNOS, J.: Regime^ jyrldjçç <je 1» intfrvffnçite. • -OP-
cit. pág. 199 y ss. especialmente nota 49 y 2UELLI, F. : if 
colleflialitá ammini strati ve. Milano 1985. 

fi El art. 84 L.P.A. señala que se solicitarán los 
informes que se juzguen absolutamente necesarios para acordar 
o resolver, fundamentando la conveniencia de reclamarlos. 
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en una verificación ex-post de lo decidido es determinante. 

El procedimiento como iécnica de articulación de la 

intervención de una pluralidad de sujeto« cobra aquí toda su 

relevancia. El carácter preceptivo de los mencionados 

informes no parece plantear problemas, en todo caso la 

cuestión se suscitará en relación a la inactividad de los 

órganos que deben emitirlo» siendo necesario establecer un 

pla2o para la real nación de dicho trámite y evitar ae1 la 

paralización de la instrucción del procedimiento (arts. 75.3 

y 86.2 y 3 L.P.A.). Sobre la eficacia jurídica de los 

mencionados informes» al no establecerse ninguna indicación 

al respecto, deben considerarse no vinculantes, aunque, es 

preciso insistir, sobre todo por las características de los 

órganos de que proceden, en el efecto motivador del acto que 

tendrá su discrepancia. 

En este periodo, que lógicamente en el tiempo sigue 

a la fase preparatoria, tomamos en consideración todos los 

elementos relativos a la estructura decisional, incluyendo 

tanto la propuesta de resolución como la resolución. 

Es la fase constitutiva del procedimiento, en la 

que se adopta el acto administrativo como medida final de 
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todo un proceso l0. Este es el acto que tiene plena eficacia 

jurídica. 

El art. 5.2. de la L.R.R. establece que el 

procedimiento finalizará, en el supuesto de resolución 

afirmativa» con la aprobación conjunta de la solicitud por 

parte del Ministerio de Industria y Energía, Economía y 

Hacienda, Trabajo y Seguridad Social. No se distingue entre 

el órgano q«:* formula la propuesta y el órgano que adopta la 

resolución, ni entre el órgano que aprueba el programa de 

actuaciones de la empresa y los órganos que asignan los 

correspondientes beneficios. 

En cambio, las disposiciones que desarrollaban la 

primera ley de reconversión (L. 21/1982) precisaban que la 

resolución la adoptaba la Comisión Ejecutiva, órgano formado 

por la Administración estatal y autonómica >' ,2. Esta se 

10 SANDUILI separa 1a determinación del contenido del 
acto principal de la emanación o adopción del acto. Solamente 
esta última entiende que tiene carácter constitutivo ya que 
la propuesta de resolución serla meramente un acto 
preparatorio. Pero creo que utilizando el esquema de 
GIANNINI, en esta cuestión en concreto, se expone mejor la 
estructura decisional y el carácter complejo de la misma. 
Vid. respectivamente II procedí mento arnmini strativo, op. cit. 
pág. 167 y ss y Iatituzioni...oo. cit. pág. 282. 

11 De acuerdo con esta estructura el R.D. 1645/1982, por 
el que se regula el procedimiento para la concesión de 
créditos y avales, distingue entre la propuesta de 
resolución, en relación a este tipo de beneficios concretos, 
y la resolución propiamente dicha que adopta la Comisión 
Delegada para Asuntos Económicos. Aunque posteriormente el 
acuerdo de este órgano colegiado se "publica por Orden del 
Ministerio de Economía y Hacienda en el 8.O.E."* (art. 7). 
Este es el procedimiento de otorgamiento de este tipo de 
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pronunciaba sobre el acogimiento al plan de una empresa y 

posteriormente eran los diferentes departamentos 

ministeriales los que debían adoptar la resolución sobre los 

beneficios, de acuerdo con sus competencias * * 

beneficios seguido en todos los sectores con planes de 
reconversión anteriores al R. D-L 8/1983. El uso del término 
"publicar" indica claramente que la intervención del 
Ministerio de Economía y Hacianda es meramente instrumental, 
procede solamente a exteriorizar el acto administrativo. 

J2 Ä pesar de esta composición mixta los diferentes 
decretos sectoriales indican que contra #1 acuerdo de la 
Comisión Ejecutiva cabe recurso de alzada ante el Ministro de 
Industria y Energía, Arts. 17.3. R.O. 769/1982 (componentes 
electrónicos); 14.3. R.D. 608/1982 (cobre), 12.3. R.D. 
1002/1982 (calzado), 9.3. R.O. 2010/1981 (textil). Causa 
sorpresa la previsión ael recurso jerárquico per excelencia, 
el recurso de alzada cuando no existe una relación jerárquica 
entre la Comisión Ejecutiva y el Ministro de Industria y 
Energía, se trata pues de un recurso de alzada "impropio". 
Solamente se podría considerar una relación jerárquica en el 
supuesto de que todos los miembros del órgano colegiado 
fuesen nombrados por el Ministro y no es esta la situación. 
Los representantes de otros Departamentos son nombrados por 
sus respectivos titulares. Pero, además, los representantes 
de la Administración autonómica son nombrados por ésta 
última. Si no, difícilmente podrían obrar en calidad de 
representantes. La Administración autonómica podrá revocar su 
nombramiento e impartir instrucciones. Las Comisiones 
Ejecutivas, no están dotadas de personalidad jurídica propia 
y aparecen asi "flotando", planteando el problema de a qué 
Administración se le atribuye la responsabilidad por sus 
actos. Sobre esta misma problemática vid. ALBERTI, E.: 
Ffg-f ral ifmo j_£s£s&r¿£jAn_jrL_]±jRJl£j<JL op. cit. pág. 510. 

13 Asi el art. 16, R.D. 769/1982 (componentes 
electrónicos) señala que "la resolución de la Comisión 
Ejecutiva que apruebe el acogimiento al Plan de una Empresa 
en unión de un extracto del expediente, se remitirá a los 
Ministerios de Economía y Hacienda, Trabajo y Seguridad 
Social, para que adopten las resoluciones o dicten las 
disposiciones necesarias para la efectividad de las medidas 
fiscales, financieras y laborales reconocidas en dicha 
resolución". En el mismo sentido arts. 12. R.D. 1788/1982 
(Forja pesada por estampación), 13. R.D. 608/1982 (cobre), 
11. R.D. 1002/1982 (calzado), 8. R.D. 2010/1981 (textil). 
Este escalonamlento plantea la cuestión relativa a la 
naturaleza de la Orden ministerial que ejecuta la resolución 
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La referencia a la necesidad de aprobación conjunta 

parece destinada a superar la escisión entre la aprobación 

del programa y la determinación de los beneficio«, agilizando 

el procedimiento. Por ello es precito determinar a través de 

qué mecanismo se instrumenta esta aprobación conjunta, asi 

como conocer si en la práctica también se mantiene esta 

unidad decisional. 

El art. 39 de L.P.A. regula el procedimiento de 

resolución en el supuesto de acuerdos en los que hayan de 

intervenir con facultades resolutorias variot departamentos 

S4. La tramitación y resolución se produce en el centro 

directivo que tenga una competencia más especifica, recabando 

aprobatoria del programa y atributiva de beneficios. Tema 
relevante a efectos de determinar el régimen de recursos. 
Para ello deberemos analizar caso por caso el contenido del 
acto en cuestión. Si en el proceso de ejecución ae la 
resolución de la Comisión Ejecutiva so introduce un elemento 
nuevo, concretando los bens fie ios que estaban meramente 
delimitados pero no fijados en su cuantía, entonces parece 
que Habe entenderte que existe una decisión distinta, aunque 
complementaria de la anterior y por tanto este 51 timo acto 
deberá imputarse al órgano del cual procede. Solamente en el 
supuesto que no se introduzca un elemento nuevo, deberá 
atribuirse el acto a la Comisión Ejecutiva. La clave reside 
en el contenido que se otorgue a la expresión "disposiciones 
necesarias para la efectividad", si estas tienen un contenido 
organizativo de mera puesta a punto del procedimiento de 
otorgamiento de beneficios o tienen por el contrario un 
contenido sustantivo. 

14 A este precepto se refiere el art. 10 R.D. 293/1985 
(fertilizantes). Este texto, quizás porque recoge la 
experiencia de las otras disposiciones, es el que tiene mejor 
estructura y calidad técnica. 
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los informes de los demás restantes >§. De acuerdo con estas 

reglas, la aprobación de los programas de reconversión se 

realiza por la correspondíante OirecciAn General sectorial 

del Ministerio de Industria. En principio, en esta resolución 

incluye la aprobación del programa y las correlativas ayudas 

públicas que permiten la material ilación del mismo, ya que el 

programa es instrumental en relación a la concesión de 

beneficios. 

Pero esta simplicidad en la adopción de la 

resolución final es desmentida por la práctica 

administrativa. El propio desarrollo normativo de la L.R.R. 

ha vuelto al sistema anterior, escindiendo la concesión 

global de ayudas de la asignación precisa de algunos 

beneficios singulares. Asi el R.D. 2001/1984, por el que se 

regulan las características y condiciones de los créditos y 

avales, señala que una vez aprobado el programa de 

reconversión de cada empresa, el Ministro de Economía y 

Hacienda elevará la correspondiente propuesta de concesión de 

crédito y/o aval a la Comisión Delegada del Gobierno para 

11 El art. 39 l.P.A. señala que "cuando se trate de 
autorizaciones o concesiones en las que, no obstante 
referirse a un solo asunto u objeto, hayan de intervenir con 
facultades decisorias dos o más departamentos ministeriales o 
varios Centros directivos de un Ministerio, se instruirá un 
solo expediente y se dictará una resolución única. El 
expediente se iniciará y resolverá en el Centro diroctivo o 
Ministerio que tenga una competencia más especifica en 
relación con el objeto de que se trate. Aquel centro o 
departamento recabará de los otros a los que competa algón 
género de intervención en el asunto, cuantos informes y 
autorizaciones sean precisos**. 
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Asuntos Económicos. La propuesta contendrá, para cada 

empresa, la cifra máxima del crédito, distinguiendo en su 

caso los créditos ordinarios y aquellos instrumentos en forma 

de préstamos participatives y/o aval, el plazo de 

amortización y en su caso, de carencia y la forma de 

disposición, (art. 2). 

En consecuencia vemos como la aprobación del 

programa funciona en relación a un tipo concreto de ayudas 

como propuesta de resolución. Entiendo que en este supuesto 

la Comisión Delegada interviene solamente a efectos de 

coordinación, en el sentido de controlar que no se superen 

las cifras máximas de créditos y avales fijados en función de 

las previsiones presupuestarias '•. La C.D.A.E. no podrá 

entrar a conocer sobre la idoneidad del tipo de beneficios 

financieros concedidos ni sobre la estructura y 

características de los mismos. Excepto en el supuesto de 

extra!imitación en las cuantías asignadas sector i al mente, 

creo que la intervención de este órgano tiene el significado 

de mera formalización de la decisión adoptada en otra sede 

s? m 

39 "La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos acordará para cada año, en función de la cuantía 
global que se establezca en los Presupuestos Generales del 
Estado, las cifras máximas de créditos y avales que se podrán 
conceder para cada sector en reconversión, teniendo en cuenta 
las disponibilidades del Plan Financiero anual aprobado para 
el Instituto de Crédito Oficial", (art. 1. R.D. 2001/1984). 

•7 La asignación de competencias en este caso presenta 
las características de los supuestos en que la autoridad que 
resuelve está vinculada por un informe previo. QIANNINI 
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Además de esta especifica regulación procedí mental 

la resolución por la que se inserta una empresa en el plan 

remite la concreción de los beneficios fiscales a una 

decisión posterior del Ministerio de Economl« y Hacienda. En 

el texto de las distintas resoluciones consultadas se aprecia 

claramente como el único tipo de ayuda que no se concreta m 

cuantifica es la que consiste en beneficios fiscales. En 

relacón a este tipo de incentivos se limitan a indicar su 

procedencia. Es precisa, una operación posterior. La 

resolución de la Dirección General MINER funciona, en este 

apartado especifico, como propuesta de resolución. Asi se 

indica en las distintas introducciones de las Ordenes 

ministeriales por las que se conceden beneficios fiscales a 

empresas sometidas a reconversión industrial Si. La 

sustantividad de estas resoluciones fundamenta la posibilidad 

de atacarlas directamente, tal y como se precisa en las 

explica la estructura decisional en los términos que he 
utilizado, vid. Istituziom...op. cit. pág. 283. En cambio 
GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R. consideran 
que los informes vinculantes suponen la existencia de una 
competencia compartida entre el órgano activo y el órgano 
consultivo. Pero en el caso que nosotros analizamos, los dos 
órganos son activos; o sea que tampoco encajan en el supuesto 
mencionado por estos autores. Vid. Curso...(II). op. cit. 
pág. 421. Estos autores indican que caando la propuesta de 
resolución vincula al órgano que formalmente resuelve de 
forma que éste no puede apartarse de ella, a no ser a través 
de la vía extraordinaria de la revisión de oficio, entcnces 
se trata de una verdadera resolución, con sustantivi dad 
propia, op. cit. pág. 429. 

SÍ vid. por ejemplo, Orden de 11 de marzo de 1987 por la 
que se conceden a determinadas Empresa« los beneficios 
fiscales a que se refiere la L.R.R y el R.D. 1271/1984, sobre 
medidas de reconversión del sector de Construcción Naval. 
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correspondientes órdenes ministeriales ••. Pero el caràcter 

subordinado de este acto, el hecho de que traiga causa del 

otorgamiento global de beneficios que se produce 

simultáneamente a la aprobación del programa limita loe 

efectos de la posible impugnación por eeparado de la 

resolución del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Desde la perspectiva de la estructura decisional es 

preciso plantearse la cuestión relativa a la naturaleza y 

significado de la resolución conjunta prevista en el art. 

5.2. L.R.R. Ahora no tomamos en consideración los distintos 

pronunciamientos que se suceden en orden a preparar la 

decisión final, sino que analizamos la propia decisión final 

que tiene un carácter complejo, ya que en su formulación 

intervienen diferentes órganos. Es el prototipo de acto 

complejo *°. 

Desde un punto de vista funcional GIANNINI pone de 

relieve cómo este método de decidir permite actuar con el 

concurso de diferentes centros de referencia de intereses, 

exponentes en cuanto tales de distintas competencias *1. Es 

una forma de articulación de las competencias que concurren 

*• De acuerdo con el art. 79 L.P.A. se indica el recurso 
administrativo procedente, el recurso de reposición. 

«o Sobre el tema del acto complejo, vid. ENTRENA CUESTA, 
R.: "El acto administrativo complejo en la vida local", 
R.E.V.t. 1957, §5, págs. S57 y 88. 

41 Istitu2ioni...op.cit. pág. 282. 
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en una determinada cuestión. La autoridad que decide lo hace 

de "concierto*" con otra, el órgano resolutorio decide previo 

informe del otro *2. Aunque exista este diálogo, la decisión 

se imputa al órgano que detenta la potestad de emitir la 

resolución. En nuestro caso como seflala el art. 39 L.P.A. el 

que tiene una competencia más especifica en relación al 

objeto. La construcción lógica-jurídica de la imputación 

sirve a la asignación de responsabilidad, y por ello se 

concentra en un solo órgano 41. 

IV.2.1.2.4. lNlEfiRA£imJ2£_LA_£EJ£AClá. ** 

Para el otorgamiento de las ayudas la 

Administración debe tomar en consideración una extraordinaria 

heterogeneidad de situaciones, pues no todas las empresas 

reúnen las mismas características. En esta necesidad de 

atender a los peculiaridades que presentan la* distintas 

empresas radica precisamente una de la« razones explicativas 

del hecho de que con posterioridad al acto de inserción de la 

*' Art. 39 L.P.A. En las resoluciones aprobatorias de 
los -rogramas se señala que la petición de integración al 
Plan ha sido informada favoraolemente, por loe Ministerios de 
Economía y Hacienda y Trabajo y Seguridad Social. 

41 La conexión lógica entre la teoría del órgano y el 
fenómeno de la imputación en SANTAMARÍA PASTO«, J.A.; Apuntes 
Ú9 Pfrfçho Administrativo.» Madrid, 1Í86, pág. 2iO y ss. 

44 La noción de integración de la eficacia en SANDULLI, 
A.M.: II procedí mento...OD.cit. page. 2i0 y se. 
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empresa en el plan se requieran un conjunto de actuaciones 

tanto de la Administración como de las empresas para que el 

acto principal, plenamente válido, despliegue su total 

eficacia. 

La Administración ha de atender no solamente a las 

condiciones subjetivas de las empresas beneficiarías sino al 

conjunto de actuaciones que éstas han de realizar «*. Por 

este motivo para la plena eficacia de la resolución 

aprobatoria del programa y asignativa de beneficios, en 

muchos casos, no solamente se requiere la aceptación del 

sujeto privado sino que se precisa también los 

correspondientes informes técnicos y la publicación de la 

decisión. La heterogeneidad de las ayudas previstas en el 

régimen de reconversión no nos permite ahora exponer más 

detalladamente esta cuestión. Solamente queremos indicar que 

en relación a dos tipos de beneficios muy característicos se 

requiere un complemento para la eficacia de la resolución 

administrativa. 

«s Recordemos que entre las circunstancias particulares 
que atañen al sujeto existen cuestiones tan dispares como la 
composición del accionar i ado y la disposición de éste para 
aportar nuevos fondos, la estructura de la plantilla, y su 
cual ificación profesional, su disponibilidad hacia medidas de 
movilidad geográfica y funcional, jubilaciones 
anticipadas...En cuanto a la disparidad de actuaciones a 
realizar pensemos que éstas abarcan desde la reestructuración 
del pasivo que incluye negociaciones con distintos agentes y 
realización de inversiones, hasta la posibilidad de un 
proceso de integración empresarial, de fusión entre distintas 
empresas. 
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Asi para la plena eficacia del acto de otorgamiento 

de las subvenciones solicitadas se requiere la previa 

aceptación del particular «•. Esta aceptación es tanto mis 

precisa cuando mediante ésta la empresa asume i« ' arga en 

virtud de la cual se le asigna la subvención 1. La 

obligación económico financiera imputable a la Admmist- sción 

nace con el acto administrativo aceptado por el particular 

46 

El segundo tipo de beneficios en que es precisa una 

actuación complementaria es el supuesto de créditos y avnles. 

En este caso será necesaria una posterior articulación 

«• La caracterización de la subvención como acto 
administrativo necesitado de aceptación en VILLAR PALASI, 
J.L.: "Las técnicas administrativas de fomento y de apoyo al 
precio político", R,A.,P,, 1954, 14, pág. 09. Este trabajo 
está muy documentado bibliográficamente. En el mismo sentido 
FERNANDEZ FARRERES, G: La subvine ión...op.c11. págs. 251 a 
260 y 412 y ss. y GALLEGO ANABITARTE, A. en el prólogo a la 
obra de DIAZ LEMA, J.M.: Syfiyĵ cioj3fj_jL̂ EÉSLllftJifl£ÍJ¡Ü.. 
Madrid, 1985, pág. 11. 

41 La afectación como elemento típico del concepto de 
subvención en FERNANDEZ FARRERES, G. op. cit. págs. 230 y ss. 

*• En cambio la exigibilidad de esta obligación queda 
pendiente del cumplimiento por el beneficiario de la 
correspondiente carga jurídica a que se supeditó el acceso 
efectivo al beneficio concedido. La posición del beneficiario 
es explicada en términos de carga por FERNANDEZ FARRERES, Q. 
op. cit. págs. 417 y ss. En contra de la utilización del 
concepto de carga y proponiendo la figura del modo, GALLEGO 
ANABITARTE, A. en el prólogo precitado, págs. 14 y ss. y DIAZ 
LEMA, J.M.: Subvenciones...OP. cit. págs. 164 y ss. Otro 
intento de conceptual izacion recurriendo a la figura de la 
condición suspensiva de la efectivid#-" en MARTINEZ L0PE7-
MUNIZ, J.L.: "La actividad administrativa dispensadora de 
ayudas y recompensas: una alternativa conceptual al fomento 
en la teoría de los modos de acción de la Administración 
Publica", Estudios en Homenaje al Profesor José Luis villar 
Palasl. Madrid, 19S9, pigs. 764 y 766. 
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contractual de los mismos. Los créditos ordinarios o 

participativos y los avales serán concertados entre la 

empresa acogida a la reconversión y la Entidad Oficial de 

Crédito correspondiente *•. En este caso será siempre el 

Banco de Crédito Industrial »o. 

Precisamente esta necesaria conexión con el acto 

administrativo de asignación de beneficios plantea algunas 

cuestiones en orden a la determinación de la relación entre 

el acto administrativo y el contrato de derecho privado 

celebrado posteriormente entre la empresa y la Entidad 

Oficial de Crédito S1. 

Como hemos señalado, de las resoluciones que hemos 

'• La distinción entre la resolución administrativa que 
determina con carácter general los beneficios y la posterior 
instrumentación contractual del crédito oficial, en GALLEGO 
ANABITARTE, A: "La acción concertada: nuevas y viejas 
técnicas jurídicas de la Administración. Contribución a la 
distinción entre la resolución y el contrato administrativo", 
U&rg_Hflfflin«Jt. fJ_._PnBfjaa£_,ü¿aa—fialYÍD--llfii¿lÍa. Valencia, 
1980, pág. 205. 

»o Arts. 3 y 4 R.O. 2001/1984, de 4 de octubre, sobre 
características y condiciones de los créditos y avales 
establecidos en la L.R.R. 

S1 La necesidad de garantizar la posición de los 
particulares fundamenta dos lineas arguméntales que se 
caracterizan por los rasgos distintivos del sistema jurídico 
en el que se elaboran. Vid. una exposición de la teoría del 
doble nivel decisional elaborada por la literatura alemana en 
FERNANDEZ FARRERES, G. op. cit. pág®. 301 a 311. Esta 
concepción es utilizada posteriormente por DIAZ LEMA en su 
análisis de los distintos supuestos de utilización del 
crédito oficial, en gy&yençiones v_CxádÜfl, op. cit. págs. 
195 y ss. La misma finalidad persigue la técnica, de origen 
francés» de los actos separables. 
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podido analizar, se deduce que en el acto de aprobación del 

programa y asignación de beneficios se determina de forma 

pormenorizada la cuantificación y periodificación de los 

créditos y avales que posteriormente deberá aprobar la 

Comisión Delegada para Asuntos Económicos. Asimismo el R.D. 

2001/1984 establece las condiciones y características de este 

tipo de beneficios financieros con lo que el margen de 

maniobra del contrato es bastante limitado; señaladamente 31 

atendemos a que el tipo de interés, uno de los elementos 

básicos de este tipo de instrumentos, vendrá en sus lineas 

maestras determinado desde fuera del contrato 8t. 

Colocándonos en un momento posterior, en la fase de 

exigibi1idad de la obligación administrativa, cuando el acto 

ya ha desplegado su eficacia, es preciso señalar que para la 

efectiva disposición de los fondos públicos será necesario un 

informe acreditativo de la realización de determinadas 

operaciones. En general, en relación a créditos y avales asi 

se indica en el R.D. 2001/1981. La disposición de los 

créditos y avales quedará condicionada al informe favorable 

de los Ministerios de Industria y Energía y Economía y 

lf El R.D. 2001/1984 señala que para los créditos 
ordinarios el tipo de interés será variable e igual al 
establecido en cada ejercicio para la linea industrial 
general del Banco de Crédito Industrial (Art. 3.b). Asimismo, 
en relación a los créditos participativos, el tipo de interés 
fijo máximo se determinará por Orden del Ministerio de 
Economía y Hacienda, la rentabilidad adicional será un 
porcentaje igual al tanto por ciento que supongan los 
beneficios brutos sobre los recursos propios, incluidos los 
créditos participativos (art. 4). 
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Hacienda (arts. 3 y 5j. En otros caios sa ••típula en la 

propia resolución de inaereien de la empresa en la 

reconvertien tectorial. 
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